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RESUMEN 

 
 

Durante las dos últimas décadas, el interés por analizar la influencia que genera la 

responsabilidad social empresarial (RSE) ha experimentado un notable incremento. Este 

fenómeno ha ido acompañado de un aumento en las prácticas de RSE en empresas privadas, 

que buscan promover el desarrollo sostenible. En el contexto peruano, se cuenta con un 

amplio repertorio de investigaciones centradas en el análisis de los proyectos llevados a cabo 

por las empresas mineras. Sin embargo, a pesar de la abundancia de estudios, aún se 

desconoce en gran medida la contribución concreta de estos proyectos en aspectos 

económicos, sociales y medioambientales, todos ellos fundamentales para el desarrollo 

sostenible del país. En respuesta a esta necesidad, la presente investigación tiene como 

objetivo describir el aporte de la Responsabilidad Social Empresarial en el desarrollo 

sostenible del Perú, enfocándose específicamente en la industria minera. El estudio adopta 

un enfoque cualitativo y se fundamenta en una metodología de análisis comparativo, 

permitiendo una comprensión profunda de las dinámicas involucradas. Las observaciones 

recolectadas serán codificadas según criterios de ocurrencia para identificar patrones que 

caractericen las iniciativas de RSE dentro de un contexto de observación no intrusiva. Para 

el procesamiento y análisis de los datos, se utilizará el software Atlas.ti, que facilitará la 

organización e interpretación de la información recopilada. La recolección de datos incluirá 

informes de los actores involucrados destinadas a obtener información detallada sobre las 

iniciativas de RSE que contribuyan al desarrollo sostenible en el Perú. Los resultados 

esperados de este proyecto son diversos y de gran relevancia. En primer lugar, se generó un 

informe de investigación exhaustivo que detalle los hallazgos del estudio. Además, se prevé 

la elaboración de un artículo de investigación con potencial para ser publicado en revistas 

académicas especializadas. Por último, se desarrollará un policy memo dirigido a fortalecer 

un marco integral de iniciativas de sostenibilidad por parte del sector minero, con el fin de 

contribuir significativamente al desarrollo sostenible del Perú. Este estudio no solo aporta 

una comprensión más clara del impacto de la RSE en el contexto peruano, sino que también 

proporciona herramientas y recomendaciones prácticas para mejorar la implementación de 

estas iniciativas en el sector minero, promoviendo así un desarrollo más equitativo y 

sostenible a nivel nacional.  

 

Palabras clave: desarrollo sostenible, intervención privada, grupos de interés, 

responsabilidad social, sector minero. 



11  

ABSTRACT 

 
 

Over the past two decades, interest in analyzing the influence of corporate social 

responsibility (CSR) has experienced a notable increase. This phenomenon has been 

accompanied by a rise in CSR practices in private companies seeking to promote sustainable 

development. In the Peruvian context, there is a broad repertoire of research focused on the 

analysis of projects carried out by mining companies. However, despite the abundance of 

studies, the concrete contribution of these projects in economic, social, and environmental 

aspects, all of which are fundamental to the country's sustainable development, remains 

largely unknown. In response to this need, this research aims to describe and evaluate the 

contribution of Corporate Social Responsibility to sustainable development in Peru, focusing 

specifically on the mining industry. The study adopts a qualitative approach and is based on 

a comparative analysis methodology, allowing for a deep understanding of the dynamics 

involved. The collected observations will be coded according to occurrence criteria to 

identify patterns that characterize CSR initiatives within a non-intrusive observation context. 

Atlas.ti software will be used for data processing and analysis, facilitating the organization 

and interpretation of the collected information. Data collection will include stakeholder 

reports aimed at obtaining detailed information on CSR initiatives that contribute to 

sustainable development in Peru. The expected results of this project are diverse and highly 

relevant. First, a comprehensive research report detailing the study's findings will be 

generated. Furthermore, a research article with potential for publication in specialized 

academic journals is planned. Finally, a policy memo will be developed to strengthen a 

comprehensive framework for sustainability initiatives within the mining sector, with the 

goal of significantly contributing to Peru's sustainable development. This study not only 

provides a clearer understanding of the impact of CSR in the Peruvian context but also 

provides practical tools and recommendations to improve the implementation of these 

initiatives in the mining sector, thus promoting more equitable and sustainable development 

at the national level. 

 

Keywords: Sustainable development, Private intervention, Stakeholders, Social 

responsibility, Mining sector.
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INTRODUCCIÓN 

 
 

La minería constituye el sector económico más importante del Perú, contribuyendo con el 

14.7% del Producto Bruto Interno (PBI) nacional y generando el 62% de los ingresos por 

exportaciones en 2023 (Banco Central de Reserva del Perú, 2023; Ministerio de Energía y 

Minas, 2024). Esta actividad, que posiciona al país como el segundo productor mundial de 

cobre, el sexto de oro y el segundo de plata, ha sido históricamente el principal dinamizador 

de la economía peruana. Sin embargo, su desarrollo ha estado marcado por profundas 

contradicciones entre su impacto macroeconómico positivo y los persistentes conflictos 

socioambientales en las zonas de influencia minera. Según la Defensoría del Pueblo (2024a), 

el 68% de los conflictos sociales registrados en el país están relacionados con actividades 

extractivas, concentrándose principalmente en las regiones de Cajamarca, Apurímac y 

Áncash. Esta paradoja entre contribución económica y tensiones sociales configura el marco 

problemático central del presente estudio. 

En este contexto, la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) minera emerge como un 

mecanismo clave para conciliar los intereses del sector empresarial con las demandas de 

desarrollo territorial. Las empresas mineras han incrementado significativamente sus 

inversiones sociales, alcanzando un promedio de US$ 150 millones anuales entre 2020 y 

2023 (Sociedad Nacional de Minería, 2024). No obstante, persiste un debate fundamental 

sobre la efectividad real de estas intervenciones. Investigaciones recientes de GRADE 

(2023),revelan que solo el 35% de los proyectos sociales financiados por la minería muestran 

sostenibilidad después de cinco años de implementación, mientras que estudios del 

(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2023), destacan disparidades 

regionales significativas en su impacto sobre indicadores de desarrollo humano. Estas 

evidencias plantean interrogantes críticas sobre la capacidad actual de la RSE minera para 

generar transformaciones estructurales en las comunidades afectadas. 

El problema de investigación se articula en torno a tres dimensiones centrales. Primero, la 

evidente desconexión entre los montos invertidos en RSE y los resultados tangibles en 

calidad de vida, particularmente en indicadores como reducción de anemia infantil, acceso 

a servicios básicos y diversificación económica local. Segundo, la marcada heterogeneidad 

regional en la efectividad de los programas sociales mineros, donde casos como Áncash (con 

una reducción de 20 puntos porcentuales en anemia) contrastan dramáticamente con 



13  

realidades como Cajamarca (con apenas 4 puntos de mejora) según datos del MINSA (2023). 

Tercero, la persistencia de conflictos socioambientales en zonas donde las empresas reportan 

importantes inversiones en RSE, sugiriendo deficiencias en los mecanismos de diálogo y 

participación comunal. 

Este estudio busca superar las limitaciones de aproximaciones previas mediante un análisis 

integral de metodologías cualitativas. Se examinarán sistemáticamente los reportes de 

sostenibilidad de las diez principales empresas mineras (Cerro Verde, Las Bambas, 

Antamina, Yanacocha, Southern Peru, Minsur, Gold Fields, Buenaventura, Anglo American, 

Hochschild mining), contrastando sus datos con indicadores oficiales del INEI, MINSA y 

OEFA. 

La relevancia académica de esta investigación radica en su contribución a tres cuerpos 

teóricos fundamentales. En primer lugar, enriquece el debate sobre modelos de RSE en 

contextos extractivos, proponiendo un marco analítico que diferencia claramente entre 

enfoques filantrópicos, estratégicos y de valor compartido. En segundo término, aporta 

evidencia empírica actualizada sobre la relación entre inversión social minera y desarrollo 

humano, superando los límites de estudios previos restringidos a casos aislados. Finalmente, 

el estudio genera insumos valiosos para la discusión sobre gobernanza de recursos naturales, 

particularmente en lo referido a mecanismos de participación comunitaria y rendición de 

cuentas. 

Desde una perspectiva práctica, los hallazgos de esta investigación tienen implicancias 

directas para diversos actores. Para las empresas mineras, proporciona lineamientos 

concretos para mejorar el diseño, implementación y evaluación de sus programas de RSE. 

Para el Estado peruano, ofrece evidencia para fortalecer los marcos regulatorios de inversión 

social minera. Para las organizaciones de la sociedad civil, entrega herramientas para 

monitorear efectivamente los compromisos empresariales. Y para las comunidades locales, 

sistematiza lecciones aprendidas que puedan informar sus estrategias de negociación con los 

actores mineros. 

El estudio se estructura en cinco capítulos principales. Tras esta introducción, el segundo 

capítulo desarrolla el marco teórico, examinando los conceptos de RSE, desarrollo sostenible 

y conflicto socioambiental en contextos mineros. El tercer capítulo presenta el análisis 

pormenorizado de las diez empresas estudiadas, evaluando sus modelos de RSE y resultados 
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alcanzados. El cuarto capítulo realiza una comparación regional sistemática, identificando 

factores críticos de éxito y fracaso. Finalmente, el quinto capítulo sintetiza las conclusiones 

y formula recomendaciones de política pública y gestión empresarial. 

La hipótesis central que guía esta investigación postula que la efectividad de la RSE minera 

en el Perú está condicionada por tres factores interrelacionados: (1) el grado de articulación 

con las prioridades de desarrollo local, (2) la existencia de mecanismos institucionalizados 

de participación comunal, y (3) la capacidad de generar encadenamientos productivos 

sostenibles. Al contrastar esta hipótesis con evidencia empírica robusta, el estudio busca no 

solo explicar las limitaciones actuales de la RSE minera, sino también proponer caminos 

concretos para su transformación hacia un modelo más equitativo y sostenible. 

En términos geográficos, el estudio se centra en seis regiones mineras clave (Áncash, 

Apurímac, Arequipa, Cajamarca, Cusco y Moquegua), que concentran el 85% de la 

producción minera nacional y el 90% de los conflictos sociales relacionados con minería 

(Defensoría del Pueblo, 2024a). Esta selección permite comparaciones regionales 

sistemáticas mientras mantiene un manejo adecuado del alcance de la investigación. 

Los límites del estudio incluyen la disponibilidad de información oficial actualizada en 

algunas variables clave, particularmente a nivel distrital, así como las dificultades para 

acceder a ciertos datos corporativos considerados confidenciales por las empresas. No 

obstante, la estrategia metodológica de análisis de diferentes fuentes permite mitigar 

significativamente estas limitaciones. 

En última instancia, esta investigación busca responder a una pregunta fundamental: ¿bajo 

qué condiciones la RSE minera puede convertirse en un motor genuino de desarrollo 

sostenible para las comunidades afectadas por la actividad extractiva? Al abordar esta 

cuestión con rigor analítico y evidencia empírica sólida, el estudio aspira a informar tanto el 

debate académico como las políticas públicas y prácticas empresariales en uno de los 

sectores más controversiales y estratégicos de la economía peruana.
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

La minería peruana, pese a su innegable contribución económica representando el 14.7% del 

PBI nacional (Banco Central de Reserva del Perú, 2024) y generando el 62% de las 

exportaciones totales (Ministerio de energía y minas, 2024) enfrenta una severa crisis de 

legitimidad social. Esta paradoja se manifiesta en la marcada desconexión entre los 

beneficios macroeconómicos del sector y su capacidad para generar desarrollo humano 

sostenible en las comunidades aledañas a las operaciones mineras. Empresas como Cerro 

Verde, Las Bambas, Antamina, Yanacocha y Southern Peru, entre otras, han implementado 

estrategias de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) que incluyen importantes 

inversiones en educación, salud y protección ambiental (Yakovleva, 2017). Sin embargo, 

como señalan Jenkins y Yakovleva (2006), estas iniciativas frecuentemente colisionan con 

la naturaleza extractivista del modelo minero, generando tensiones irresueltas entre 

crecimiento económico, sostenibilidad ambiental y equidad social. 

Esta contradicción se evidencia con particular crudeza en el Perú, donde el 62% de los 

conflictos sociales registrados en 2023 estuvieron vinculados a actividades extractivas 

(Defensoría del Pueblo, 2024b). Las disparidades regionales son alarmantes: mientras 

Áncash (zona de influencia de Antamina) redujo su tasa de anemia infantil en 20 puntos 

porcentuales entre 2018-2023, Cajamarca (área de operación de Yanacocha) apenas logró 

una disminución de 4 puntos en el mismo período (Ministerio de Salud, 2023). Estas 

diferencias sugieren que el impacto de la RSE minera depende menos del volumen de 

inversión que de factores como la articulación con políticas públicas locales, la participación 

comunitaria en el diseño de proyectos y los mecanismos de transparencia (GRADE, 2023; 

Korinek, 2017; Trocan et al., 2022). 

El International Institute for Environment and Development (2001), ha denominado esta 

problemática como "la paradoja de la minería sostenible", que cuestiona cómo reconciliar 

una actividad esencialmente no renovable con los principios del desarrollo sostenible. En el 

contexto peruano, esta paradoja se agudiza por pola escasa investigación sistemática sobre 

el verdadero impacto social de las iniciativas de RSE minera. Mientras abundan estudios 

sobre los efectos ambientales de la minería (Ferrer, 2015; Geoestudios Ambientales, 2017; 

Jaskoski, 2021; Novoa Villa et al., 2022; Pinto Herrera, 2015; Sucari León et al., 2022; 

Torres et al., 2021), menos del 20% de las investigaciones incorporan perspectivas 
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comunitarias sistemáticas (Carlín Villarreal, 2023; Polo Espinal, 2013; Trocan et al., 2022), 

y solo el 12% realiza comparaciones regionales exhaustivas (García-Ortega et al., 2020). 

Este vacío resulta particularmente preocupante considerando que, según el Banco Mundial 

(2021), la sostenibilidad del sector minero peruano dependerá crucialmente de su capacidad 

para equilibrar derechos mineros con derechos ciudadanos. 

La creciente conflictividad socioambiental -con el 62% de los conflictos sociales vinculados 

a actividades extractivas (Defensoría del Pueblo, 2024a)- pone en evidencia la urgente 

necesidad de evaluar críticamente el aporte real de la RSE minera en los ámbitos económico, 

social y ambiental. Si bien Perú se consolida como el segundo productor mundial de cobre 

y destino atractivo para inversiones mineras (Saenz, 2023), este crecimiento no se traduce 

automáticamente en mayor sostenibilidad para las comunidades afectadas. Como señala el 

Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (2021), se requiere un balance adecuado 

entre derechos mineros y derechos ciudadanos para generar mayor credibilidad institucional. 

Esta investigación busca llenar un vacío académico crucial al analizar cómo las iniciativas 

de RSE de las principales empresas mineras (Cerro Verde, Las Bambas, Antamina, 

Yanacocha, Southern Peru, entre otras) se traducen en bienestar tangible para las 

comunidades cercanas, evaluando específicamente su impacto en indicadores clave de 

desarrollo humano como salud, educación y empleo digno. Asimismo, identificará los 

factores que explican las marcadas disparidades regionales en la efectividad de estas 

intervenciones y propondrá mecanismos de gobernanza que garanticen la sostenibilidad de 

los beneficios sociales más allá del ciclo de vida de las operaciones mineras. 

1.1 PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

La evolución conceptual de la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) en el sector minero 

peruano presenta una paradoja fundamental. Mientras el marco normativo avanza hacia 

modelos más integrados como lo demuestra la Ley N° 31072 de Sociedades de Beneficio e 

Interés Colectivo (2021), la implementación concreta de las prácticas de RSE por parte de 

las principales empresas mineras (Cerro Verde, Las Bambas, Antamina, Yanacocha, 

Southern Peru y otras) sigue mostrando limitaciones estructurales para generar desarrollo 

sostenible en sus zonas de influencia (Filippi Mujica, 2016). Esta contradicción se manifiesta 

en tres dimensiones críticas: 
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Primero, persiste una brecha significativa entre el discurso corporativo sobre sostenibilidad 

y los resultados tangibles en desarrollo humano. Datos oficiales revelan que mientras las 

empresas mineras aportan el 14.7% del PBI nacional (Banco Central de Reserva del Perú, 

2024), comunidades aledañas a proyectos emblemáticos presentan indicadores de salud y 

educación muy por debajo del promedio nacional (Ministerio de Salud, 2023). Segundo, el 

modelo actual de RSE minera adolece de fragmentación institucional. Como señalan Kumi 

et al. (2020), las intervenciones carecen de coordinación efectiva entre actores públicos, 

privados y comunitarios, limitando su impacto potencial. Tercero, la creciente conflictividad 

social con 62% de conflictos vinculados a actividades extractivas (Defensoría del Pueblo, 

2024a) evidencia el divorcio entre las estrategias de RSE y las expectativas reales de las 

comunidades. 

Esta problemática adquiere mayor relevancia ante el nuevo escenario normativo peruano. La 

figura de Sociedades BIC representa un avance conceptual al reconocer el potencial 

transformador del sector privado (Ley N° 31072, Ley de La de Beneficio e Interés Colectivo, 

2021). Sin embargo, como advierte Arvizu-Armenta y Velázquez-Contreras (2019), el 

riesgo de que estas iniciativas se conviertan en meros ejercicios de cumplimiento es 

particularmente agudo en industrias extractivas, donde persiste la tensión entre rentabilidad 

económica y sostenibilidad socioambiental. 

Frente a este contexto, la investigación busca superar tres limitaciones clave del 

conocimiento actual: (1) la escasa sistematización de las prácticas de RSE específicas del 

sector minero peruano; (2) la falta de análisis comparativos regionales que expliquen las 

disparidades en efectividad de estas intervenciones; y (3) la insuficiente evaluación del 

impacto multidimensional (económico, social y ambiental) de las iniciativas de RSE minera. 

Estos vacíos son particularmente preocupantes considerando que, como señala el Banco 

Mundial (2021), la sostenibilidad del sector minero dependerá de su capacidad para generar 

credibilidad institucional mediante un balance genuino entre derechos mineros y ciudadanos. 

El estudio propone un enfoque innovador al centrarse en el análisis empírico de las prácticas 

de RSE de las principales empresas mineras y su correlación con indicadores concretos de 

desarrollo sostenible en sus zonas de influencia. Esto permitirá trascender el debate teórico 

sobre principios de RSE para ofrecer evidencia concreta sobre qué estrategias funcionan, en 

qué contextos y bajo qué condiciones de gobernanza. Los hallazgos tendrán implicancias 

prácticas directas, tanto para la formulación de políticas públicas más efectivas como para 
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el diseño de estrategias corporativas que superen el asistencialismo y generen impactos 

transformadores. 

En principio, la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) se enfocaba en el conjunto de 

actividades altruistas realizadas por las empresas en el área circundante a sus instalaciones 

(Arvizu-Armenta & Velázquez-Contreras, 2019). Sin embargo, con el avance continuo de 

las investigaciones, se puede observar que la RSE también busca un vínculo con la 

gobernanza pública. Es por ello que hoy en día, el sector público, el sector privado y el sector 

social confluyen más que nunca. Actualmente, dichos sectores se enfrentan a una 

redefinición de expectativas sociales en las cuales el camino de la sustentabilidad social y 

medioambiental se erige como una nueva alternativa para hacer negocios (Filippi Mujica, 

2016). 

En el Perú, se va avanzando en esta relación mediante legislaciones sobre RSE (Ley N° 

31072, Ley de La de Beneficio e Interés Colectivo, 2021). Entre las más recientes, se 

presenta una figura jurídica donde la empresa privada, como una Sociedad BIC, vendría a 

ser una persona jurídica de derecho privado, constituida bajo alguno de los tipos societarios 

previstos en la Ley General de Sociedades. Esta adquiere la categoría de Sociedad BIC a 

partir de su inscripción en el Registro de Personas Jurídicas de la Sunarp, participando 

voluntariamente en generar un impacto positivo y/o reducir un impacto negativo, integrando 

a su actividad económica la consecución del propósito de beneficio social y ambiental 

elegido por ella. Con este avance en las normativas, podemos inferir que el estado ya está 

percibiendo el potencial contribuyente del sector privado al sector público. Si bien las 

iniciativas de RSE del sector privado tienen cierto potencial para contribuir al desarrollo 

sostenible, la naturaleza de corto plazo de las intervenciones, la falta de coordinación entre 

los actores del sector privado y una participación comunitaria significativa pueden limitar 

este potencial (Kumi et al., 2020) 

Existen preguntas de larga data sobre los principios y supuestos subyacentes que sustentan 

las iniciativas de RSE (Kumi et al., 2020) Sin embargo, aun con ello, hay varios vacíos que 

cubrir para entender la importancia del sector privado en el desarrollo del sector público. En 

primer lugar, ¿cuáles son las prácticas de RSE desarrolladas por el sector minero? En 

segundo lugar, ¿cuáles son las diferencias en las prácticas de Responsabilidad Social 

Empresarial entre diversas regiones de Perú para entender el impacto localizado de estas 

iniciativas? En tercer lugar, ¿cuál es la contribución en los aspectos económicos, sociales y 
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medioambientales de las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial? 

Percibiendo el panorama teórico de la investigación, se planteó como objetivo de 

investigación describir el aporte de la Responsabilidad Social Empresarial en el desarrollo 

sostenible peruano desde la perspectiva minera. Con el resultado de la investigación se busca 

la creación de un marco integral de iniciativas de sostenibilidad relacionadas con el sector 

minero para apoyar al desarrollo sostenible peruano. 

1.2 PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

Pregunta General 

¿Cuál es el aporte de la Responsabilidad Social Empresarial en el desarrollo 

sostenible peruano desde la perspectiva minera?  

Preguntas Específicas 

• ¿Cuáles son las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial en empresas 

mineras?  

• ¿Cuáles son las diferencias en las prácticas de Responsabilidad Social 

Empresarial entre diversas regiones de Perú para entender el impacto localizado 

de estas iniciativas?  

• ¿Cuál es la contribución en los aspectos económicos, sociales y 

medioambientales de las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial? 

1.3 OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 

Objetivo general  

Describir el aporte de la Responsabilidad Social Empresarial en el desarrollo 

sostenible peruano desde la perspectiva minera.  

Objetivos específicos  

• Determinar las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial realizadas por 

empresas mineras 
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• Analizar las diferencias en las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial 

entre diversas regiones de Perú para entender el impacto localizado de estas 

iniciativas.  

• Determinar la contribución en los aspectos económicos, sociales y 

medioambientales de las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial. 

1.4 JUSTIFICACIÓN 

En los últimos años, los estudios relacionados con la Responsabilidad Social Empresarial 

(RSE) han tendido a centrarse en análisis de casos individuales (Jenkins, 2005; Sanborn, 

2015; SNMPE, 2019; Vives, 2006). Si bien estos estudios proporcionan una comprensión 

detallada del compromiso de una empresa en particular con la RSE, limitan la visión global 

del impacto de estas prácticas en el desarrollo nacional (Porter & Kramer, 2011a). Esta 

investigación pretende abordar esta limitación adoptando una perspectiva más amplia y 

holística, con el objetivo de comprender mejor el papel y las contribuciones de la RSE en el 

contexto del desarrollo de nuestro país (Aguinis & Glavas, 2012). 

Específicamente, se busca trascender el enfoque tradicional de estudio de caso y explorar 

una perspectiva más integral sobre el impacto de la RSE en el desarrollo nacional (Carroll, 

1991). Al analizar el desempeño en RSE de las empresas más destacadas en el contexto 

peruano (Barrera de la Torre, 2012; Ormachea Choque et al., 2014), se pretende identificar 

patrones, tendencias y mejores prácticas que puedan ser extrapoladas y generalizadas a nivel 

nacional. Este enfoque permitirá no solo comprender el alcance y la efectividad de las 

prácticas de RSE a nivel individual, sino también evaluar su contribución al desarrollo 

socioeconómico del país en su conjunto (Porter & Kramer, 2011b).  

Al adoptar una metodología comparativa y analítica, esta investigación proporcionará una 

base teórica sólida para entender cómo las diferentes estrategias de RSE pueden influir en 

múltiples dimensiones del desarrollo, tales como la sostenibilidad ambiental, el progreso 

social y el crecimiento económico (Freeman, 2015). Así, se podrá generar un marco teórico 

que no solo identifique las prácticas efectivas de RSE, sino que también sugiera cómo estas 

prácticas pueden ser mejorada y adaptadas para maximizar su impacto positivo en el 

desarrollo nacional (Rivera, 2018). 

El análisis detallado de empresas mineras que sobresalen por su compromiso con la RSE no 
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solo proporcionará una visión profunda de sus contribuciones al desarrollo nacional, sino 

que también servirá como una valiosa fuente de evidencia empírica para la formulación de 

políticas públicas. Al identificar y destacar las prácticas y estrategias exitosas en RSE, este 

estudio ofrecerá a los responsables de la toma de decisiones información crucial para diseñar 

e implementar políticas y programas que promuevan un desarrollo sostenible e inclusivo. 

Además, al poner de relieve el impacto positivo de la RSE en áreas clave como el empleo, 

la educación, la salud y el medio ambiente, se espera generar conciencia y fomentar un 

mayor compromiso por parte de las empresas y otras partes interesadas en contribuir al 

bienestar de la sociedad y al desarrollo sostenible del país. Este enfoque permitirá evaluar 

cómo las iniciativas de RSE pueden ser escaladas y replicadas en otros sectores, facilitando 

así un desarrollo más equitativo y sostenible. 

En última instancia, se espera que los hallazgos de esta investigación sirvan como un 

catalizador para la creación de un entorno empresarial más ético, responsable y orientado al 

bienestar de la sociedad en su conjunto. Este estudio pretende ser una herramienta práctica 

que no solo informe a las empresas sobre las mejores prácticas en RSE, sino que también 

inspire a otras organizaciones a adoptar un enfoque más proactivo y comprometido con el 

desarrollo sostenible. Asimismo, se anticipa que los resultados de la investigación aporten 

al diseño de estrategias de RSE más efectivas y alineadas con las necesidades y prioridades 

del desarrollo nacional, contribuyendo así a la creación de políticas públicas más robustas y 

efectivas.   
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CAPÍTULO II  

REVISIÓN DE LITERATURA 

2.1 ANTECEDENTES 

La relación entre la actividad minera y el desarrollo sostenible ha sido objeto de intenso 

debate académico y político en las últimas décadas. En el contexto peruano, este debate 

adquiere particular relevancia debido a la importancia estratégica del sector minero para 

la economía nacional y su impacto en las dinámicas sociales y ambientales de las regiones 

donde opera. Los antecedentes de esta investigación se remontan a los primeros estudios 

sobre los efectos de la minería en el desarrollo local, que comenzaron a surgir con fuerza 

a principios del siglo XXI, coincidiendo con el boom de los precios internacionales de los 

minerales (Bebbington, 2012). 

Durante la primera década del 2000, numerosos investigadores empezaron a cuestionar el 

paradigma tradicional que asociaba automáticamente la presencia de actividades mineras 

con desarrollo económico local. Estudios empíricos demostraron que, pese al significativo 

aporte de la minería al producto bruto interno nacional, muchas comunidades aledañas a 

los proyectos mineros continuaban presentando altos índices de pobreza y carencia de 

servicios básicos.(Bebbington, 2012) Esta aparente paradoja llevó a replantear los modelos 

de relación entre empresas mineras y comunidades, dando origen a lo que posteriormente 

se denominaría "la nueva generación de políticas de responsabilidad social empresarial en 

minería". 

El concepto de responsabilidad social empresarial (RSE) en el sector minero peruano ha 

evolucionado significativamente en los últimos veinte años. En sus inicios, las acciones de 

RSE se limitaban principalmente a donaciones y obras de caridad puntuales, con escasa 

articulación con las necesidades reales de las comunidades y sin mayor seguimiento de sus 

impactos. (Arellano-Yanguas, 2011)Sin embargo, a medida que aumentaba la 

conflictividad social en las zonas mineras, las empresas se vieron obligadas a replantear 

sus estrategias, transitando hacia modelos más integrales que buscaban generar valor 

compartido y desarrollo sostenible. Este cambio de enfoque coincidió con la creciente 

presión de organismos internacionales y la sociedad civil por mayores estándares de 

transparencia y rendición de cuentas en el sector extractivo (H. Dashwood, 2014). 

Un hito importante en esta evolución fue la publicación de los Principios Voluntarios de 
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Seguridad y Derechos Humanos en 2000, que marcaron un punto de inflexión en cómo las 

empresas mineras abordaban sus relaciones con las comunidades (A. , & P.-V. E. Vives, 

2011). Posteriormente, la adopción de estándares internacionales como los Principios 

Rectores sobre Empresas (Ruggie, 2011) y Derechos Humanos de las Naciones Unidas 

(2011) y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015) contribuyeron a profesionalizar las 

prácticas de RSE en el sector. En el ámbito nacional, la creación del Ministerio del 

Ambiente en 2008 y la posterior aprobación de la Ley del Derecho a la Consulta Previa 

(2011) establecieron un marco normativo más exigente para las operaciones mineras. 

La investigación académica sobre RSE minera en Perú ha seguido una trayectoria paralela 

a estos desarrollos normativos e institucionales. Los primeros estudios se centraron en 

documentar casos de conflicto y analizar las respuestas empresariales. Con el tiempo, la 

investigación se ha vuelto más sofisticada, incorporando metodologías cuantitativas para 

medir impactos y realizando comparaciones regionales sistemáticas. No obstante, 

persisten importantes vacíos en la literatura, particularmente en lo que respecta a 

evaluaciones longitudinales del impacto de las iniciativas de RSE y análisis comparados 

entre diferentes modelos de gestión de la responsabilidad social empresarial (Aragón, 

2013). 

Uno de los hallazgos más consistentes en la literatura especializada es la marcada 

variabilidad regional en la efectividad de las iniciativas de RSE minera. Mientras algunas 

regiones han logrado avances significativos en indicadores de desarrollo humano gracias 

a la articulación entre empresas, Estado y comunidades, otras continúan mostrando 

resultados mediocres pese a recibir importantes inversiones sociales. Esta disparidad ha 

llevado a los investigadores a prestar mayor atención a factores contextuales como la 

calidad de las instituciones locales, la capacidad de organización de las comunidades y la 

continuidad de las políticas públicas (Ruggie, 2011). 

El caso de la región Áncash, donde opera el proyecto Antamina, es frecuentemente citado 

como ejemplo de buenas prácticas en RSE minera. Estudios han documentado cómo la 

combinación de inversión social estratégica, participación comunitaria efectiva y 

articulación con políticas públicas ha permitido mejorar significativamente indicadores 

como la reducción de la anemia infantil y el acceso a educación de calidad (Scurrah, 2016). 

En contraste, experiencias como la de Cajamarca (Yanacocha) han mostrado las 

limitaciones de los enfoques tradicionales de RSE, particularmente cuando no logran 
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generar confianza y legitimidad entre la población local (Bury, 2008). 

En años recientes, la discusión sobre RSE minera se ha enriquecido con el análisis de 

nuevos modelos de gobernanza corporativa. La creación de las Sociedades de Beneficio e 

Interés Colectivo (BIC) en (Filippi Mujica, 2016) representa un avance significativo en la 

institucionalización de la responsabilidad social empresarial en Perú. Estas sociedades, 

que integran formalmente objetivos sociales y ambientales en su modelo de negocio, 

ofrecen un marco promisorio para superar algunas de las limitaciones de los enfoques 

tradicionales de RSE. Sin embargo, aún es temprano para evaluar su impacto real en el 

sector minero. 

La creciente importancia de los criterios ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) en 

los mercados financieros internacionales ha añadido otra capa de complejidad al debate 

sobre RSE minera.(Eccles, 2013) Las empresas peruanas enfrentan hoy presiones 

simultáneas de inversionistas que demandan mayor sostenibilidad, comunidades que 

exigen beneficios tangibles y gobiernos que buscan maximizar la recaudación fiscal. Este 

escenario multifacético requiere estrategias de RSE más sofisticadas y adaptadas a 

contextos específicos, lo que a su vez plantea nuevos desafíos para la investigación 

académica. 

Uno de los vacíos más notorios en la literatura actual es la escasez de estudios que analicen 

comparativamente las estrategias de RSE de las principales empresas mineras que operan 

en Perú(Hilson, 2012). Si bien existen numerosos estudios de caso individuales, faltan 

análisis sistemáticos que permitan identificar patrones, mejores prácticas y factores 

críticos de éxito. Este vacío es particularmente relevante considerando la diversidad de 

modelos de gestión de RSE que coexisten en el sector, desde enfoques altamente 

centralizados hasta modelos más descentralizados y adaptados a contextos locales. 

Otro ámbito que requiere mayor investigación es el análisis de los mecanismos de 

rendición de cuentas y transparencia en la gestión de los fondos sociales mineros. Pese a 

los avances normativos de los últimos años, persisten importantes desafíos en cuanto a 

acceso a información, participación ciudadana y fiscalización de los compromisos sociales 

de las empresas. La experiencia internacional sugiere que la efectividad de las iniciativas 

de RSE está estrechamente vinculada a la existencia de mecanismos robustos de monitoreo 

y evaluación, pero este aspecto ha recibido relativamente poca atención en el contexto 
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peruano. El estudio de los factores que determinan la sostenibilidad de los beneficios 

sociales más allá del ciclo de vida de las operaciones mineras constituye otra área 

prioritaria para la investigación. La experiencia muestra que muchos proyectos sociales 

pierden continuidad una vez que las empresas reducen sus operaciones, lo que limita su 

impacto a largo plazo(Aragón, 2013). Comprender cómo institucionalizar estos beneficios 

y garantizar su permanencia es fundamental para lograr un auténtico desarrollo sostenible 

en las zonas mineras. 

 

2.2 MARCO TEÓRICO 

 

Fundamentos Teóricos de los Conflictos Socioambientales Mineros 

La comprensión de los conflictos mineros en el Perú requiere un análisis desde múltiples 

perspectivas teóricas. El enfoque de la Ecología Política (Robbins, 2012) nos permite 

entender cómo la disputa por los recursos naturales se enmarca en relaciones de poder 

desiguales. Esta teoría sostiene que los conflictos surgen cuando las comunidades locales 

perciben que los beneficios de la extracción se distribuyen asimétricamente, mientras que 

los costos ambientales y sociales recaen desproporcionadamente sobre ellas (Bebbington 

& Bury, 2013) 

Complementariamente, la Teoría de la Acción Colectiva (Ostrom, 1990) explica cómo las 

comunidades se organizan para defender sus recursos, particularmente en contextos donde 

las instituciones estatales son débiles. En el caso peruano, esta teoría ayuda a comprender 

fenómenos como las rondas campesinas en Cajamarca o los frentes de defensa en 

Arequipa, que emergen como mecanismos de autoprotección frente a proyectos mineros 

percibidos como amenazas (Paredes, 2018) 

Gobernanza de los Recursos Naturales: Enfoques Teóricos 

El concepto de gobernanza minera se ha desarrollado a partir de tres marcos teóricos 

principales: 

El enfoque institucionalista (North, 1990) enfatiza la importancia de las reglas formales 

e informales que regulan el acceso y uso de los recursos. En Perú, la debilidad institucional 

explica por qué mecanismos como la consulta previa (Ley N° 29785, 2011) no han 

logrado prevenir conflictos (Schilling-Vacaflor, 2017). 
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La teoría de los stakeholders (Freeman, 2015) analiza cómo las empresas mineras 

gestionan sus relaciones con los diversos actores sociales. Los casos de Antamina y 

Yanacocha muestran cómo diferentes enfoques de relacionamiento generan resultados 

distintos en términos de conflictividad (Sturmer, 2019). 

El marco de la gobernanza ambiental (Lemos & Agrawal, 2006) integra dimensiones 

ecológicas, económicas y políticas, destacando la necesidad de mecanismos adaptativos 

para manejar la complejidad de los ecosistemas mineros. 

Teorías sobre la Transformación de Conflictos Mineros 

La resolución de conflictos mineros puede analizarse desde dos perspectivas teóricas 

clave: 

La Teoría del Reconocimiento (Honneth, 1995) sostiene que muchos conflictos mineros 

tienen su raíz en la falta de reconocimiento de los derechos e identidades de las 

comunidades locales. Esto explica por qué soluciones puramente económicas (como 

aumento de regalías) a menudo fracasan en resolver conflictos de larga duración (Merino, 

2018). 

Por otro lado, la Teoría de la Justicia Ambiental (Schlosberg, 2007) enfatiza tres 

dimensiones: distribución equitativa de cargas y beneficios, reconocimiento de 

diferencias culturales, y participación efectiva en la toma de decisiones. Esta triada resulta 

particularmente útil para analizar casos como Tía María o Las Bambas, donde las 

demandas combinan estos tres elementos (De Echave, 2016). 

Marco Conceptual para el Análisis de la Conflictividad Minera 

Integrando estas perspectivas, proponemos un marco conceptual multidimensional para 

analizar los conflictos mineros peruanos: 

Eje económico-distributivo: 

• Teoría de la maldición de los recursos (Sachs & Warner, 1995) 

• Enfoque de economía política (Arellano-Yanguas, 2011) 

 

Eje político-institucional: 
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• Teoría de la acción colectiva (Ostrom, 1990)  

• Enfoque de gobernanza multinivel (HOOGHE & MARKS, 2003), se refiere a la 

distribución del poder político y la toma de decisiones entre distintos niveles de 

gobierno —local, regional, nacional y supranacional— de manera 

interdependiente y no jerárquica. Esta perspectiva reconoce que los actores 

subnacionales participan activamente en procesos de formulación e 

implementación de políticas públicas, lo que debilita la idea de un Estado 

centralizado y unitario. Los autores distinguen dos tipos de gobernanza multinivel: 

el tipo I, basado en estructuras territoriales estables con competencias definidas, y 

el tipo II, caracterizado por organismos flexibles y funcionales que responden a 

tareas específicas sin limitarse a divisiones territoriales fijas. 

 

Eje socio-cultural: 

• Teoría del reconocimiento (Honneth, 1995) 

• Enfoque intercultural (Walsh, 2013) 

Eje ambiental: 

• Justicia ambiental (Schlosberg, 2007) 

• Ecología política (Robbins, 2012) 

Este marco integrado permite superar análisis reduccionistas que explican los conflictos 

mineros desde una sola dimensión, reconociendo su complejidad estructural (Bebbington, 

2019) 

Aplicación del Marco Teórico al Contexto Peruano 

La utilidad de este marco teórico integrado se demuestra al aplicarlo a casos 

emblemáticos: 

En el conflicto de Conga (Cajamarca), el análisis desde la ecología política (Bury, 2008) 

revela cómo la defensa de las lagunas articuló identidades culturales y preocupaciones 

ecológicas. Simultáneamente, la teoría del reconocimiento explica por qué las 

compensaciones económicas no resolvieron el conflicto, al ignorar el valor simbólico de 

estos cuerpos de agua para las comunidades (Marcone, 2017). 
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En contraste, el relativo éxito de Antamina (Áncash) puede entenderse desde la teoría de 

stakeholders, donde la empresa desarrolló mecanismos más sofisticados de diálogo y 

participación (Sturmer, 2019), combinados con una mejor distribución de beneficios 

económicos (Arellano-Yanguas, 2011). 

Limitaciones y Nuevos Enfoques Teóricos 

Si bien estos marcos teóricos son útiles, presentan limitaciones en el contexto peruano: 

• El enfoque institucionalista subestima la importancia de factores informales como 

las redes de poder local (Paredes, 2018). 

• La teoría de stakeholders a menudo asume una racionalidad empresarial que no 

siempre se cumple, especialmente en minería informal (Himley, 2014). 

• Los enfoques interculturales deben adaptarse a la diversidad de contextos 

regionales en el Perú (Walsh, 2013). 

 

Nuevos enfoques como la ontología política (Blaser, 2013) están emergiendo para 

analizar cómo diferentes concepciones de la naturaleza (por ejemplo, las lagunas como 

seres vivos en la cosmovisión andina) generan conflictos irreconciliables con la visión 

extractivista. 

Fundamentos Teóricos del Análisis                        

El estudio de los conflictos mineros en el Perú requiere un enfoque teórico 

multidimensional que integre perspectivas económicas, políticas, sociales y ecológicas. 

Este marco teórico ampliado se estructura en cuatro ejes analíticos interrelacionados: 

• Economía política de los recursos naturales 

• Ecología política y justicia ambiental 

• Teorías de gobernanza y acción colectiva 

• Enfoques interculturales y ontológicos 

 

Estos marcos permiten comprender por qué el Perú - segundo productor mundial de cobre 

y sexto de oro (Ministerio de Energía y Minas, 2024)- registra el mayor número de 

conflictos socioambientales de América Latina (Defensoría del Pueblo, 2024a). 

a. Economía Política de los Recursos Naturales 
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La economía política crítica examina cómo la extracción de recursos minerales está 

entrelazada con estructuras de poder, distribución desigual de beneficios y dinámicas de 

dependencia. En el contexto peruano, destacan tres enfoques: 

La "maldición de los recursos" (Sachs & Warner, 1995) 

Explica por qué países ricos en minerales suelen tener altos niveles de pobreza y 

conflictos. En Perú, esto se manifiesta en: 

Distorsiones económicas: El canon minero genera dependencia de rentas extractivas en 

lugar de diversificación productiva (Arellano-Yanguas, 2011). 

Captura del Estado: Élites locales y nacionales controlan la distribución de regalías, 

perpetuando desigualdades (Bury, 2008). 

Extractivismo y desarrollo desigual (Gudynas, 2015) 

El modelo peruano se caracteriza por: 

Flexibilización ambiental: 80% de los pasivos mineros no son remediados (Organismo 

de Evaluación y Fiscalización Ambiental, 2024). 

Capitalismo de enclave (Bebbington, 2019) 

Las operaciones mineras funcionan como "islas de prosperidad" desconectadas de 

economías locales, exacerbando conflictos por distribución de beneficios. 

Capitalismo Extractivo (Acosta, 2011) 

El modelo peruano ejemplifica lo que Gudynas (2015) denomina "extractivismo del siglo 

XXI", caracterizado por: 

• Flexibilización ambiental: 80% de multas mineras no se pagan (OEFA, 2022) 

• Nuevos mecanismos de acumulación: Alianzas público-privadas con débiles 

controles  (Bebbington, 2019) 

• Financiarización: 70% de utilidades mineras van al exterior (SUNAT, 2023) 
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b. Ecología Política y Justicia Ambiental 

Esta perspectiva analiza los conflictos como luchas por el control de territorios y bienes 

comunes: 

• Ecología política (Robbins, 2012) 

Estudia cómo las comunidades resisten a la minería para proteger: 

Agua: Proyectos como Quellaveco (Moquegua) consumen 1,000 litros/segundo 

en zonas áridas (ANA, 2023). 

Biodiversidad: 47% de concesiones mineras superponen áreas protegidas 

 (CooperAcción, 2023). 

• Justicia ambiental tridimensional (Schlosberg, 2007) 

Distributiva: Las regiones mineras (como Cajamarca) reciben solo el 12% de 

regalías pese a producir el 30% del oro nacional (Ministerio de Economía y 

Finanzas, 2023). 

Procedimental: Solo el 28% de consultas previas son vinculantes (Defensoría del 

Pueblo, 2024a) 

De reconocimiento: Los EIAs ignoran cosmovisiones indígenas en el 82% de 

casos  (CAAAP, 2023). 

Caso emblemático: El conflicto en Espinar (Cusco), donde estudios 

independientes hallaron plomo y mercurio en sangre en el 35% de niños (MINSA, 

2022). 

c. Teorías de Gobernanza y Acción Colectiva 

Examina cómo se toman decisiones sobre recursos naturales y cómo las comunidades se 

organizan: 

• Gobernanza multinivel (HOOGHE & MARKS, 2003) 

Este enfoque describe cómo la toma de decisiones y el poder político se 

distribuyen entre distintos niveles de gobierno y actores, tanto públicos como 



31  

privados. En el caso del sector minero peruano, esta gobernanza se ve afectada por 

la fragmentación institucional, evidenciada en la existencia de muchas entidades 

estatales (como el MINEM, OSINERGMIN, OEFA, SENACE, INGEMMET, 

ANA, etc.) que supervisan la actividad minera sin una coordinación efectiva (De 

Echave, 2023), lo que dificulta una gestión coherente. Además, IDL y otras 

organizaciones han documentado fuertes asimetrías de poder, evidenciadas en la 

disparidad entre los recursos legales de las empresas mineras —que pueden 

costear estudios y asesoría jurídica— y las limitadas capacidades de las 

comunidades, que dependen de apoyo gratuito (IDL, 2023). 

• Acción colectiva (Ostrom, 1990) 

Las comunidades desarrollan alternativas frente a Estados ausentes: 

Rondas campesinas: 62 casos de vigilancia ambiental autónoma (Coordinadora 

Nacional de Rondas Campesinas, 2023). 

Monitorios comunitarios del agua: Red Muqui registra 120 sistemas locales en 

zonas mineras (2023). 

Ejemplo: En Las Bambas (Apurímac), las comunidades crearon su propio sistema 

de monitoreo ambiental tras 18 mesas de diálogo fallidas. 

d. Enfoques Interculturales y Ontológicos 

Aborda cómo las cosmovisiones indígenas desafían el modelo extractivista: 

• Colonialidad del poder (Quijano, 2000) 

La minería reproduce jerarquías raciales: 

Discriminación epistémica: Los saberes locales son excluidos de los EIAs (Walsh, 

2013). 

Violencia simbólica: Términos técnicos (como "pasivo ambiental") invisibilizan daños 

culturales (De Echave, 2023) 

Ontologías relacionales (Blaser, 2013) 
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Los conflictos reflejan visiones incompatibles de la naturaleza: 

Lagunas como seres vivos: En Conga (Cajamarca), las comunidades defendieron las 

lagunas como "hermanas" (Marcone, 2017). 

Montañas sagradas (Apus): En Apurímac, la minería viola pactos espirituales con el 

territorio  

Dato crucial: 68% de conflictos mineros ocurren en territorios indígenas (Instituto 

Nacional de Estadística e Informática, 2024), donde lo económico y lo espiritual son 

inseparables. 

El desarrollo sostenible (DS) y la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) representan 

dos paradigmas fundamentales en la redefinición del progreso económico y social del 

siglo XXI. Mientras que el DS proporciona un marco integral para equilibrar el 

crecimiento económico con la equidad social y la preservación ambiental, la RSE opera 

como el mecanismo mediante el cual las organizaciones empresariales internalizan estos 

principios en sus estrategias y operaciones. Este marco teórico explora exhaustivamente 

los fundamentos conceptuales, dimensiones críticas, interrelaciones y aplicaciones 

prácticas de ambos constructos, sustentado en un análisis riguroso de literatura académica, 

informes internacionales y marcos normativos contemporáneos. 

Desarrollo Sostenible: Fundamentos Teóricos y Evolución Conceptual 

La noción de desarrollo sostenible tiene sus raíces en múltiples corrientes de pensamiento: 

• Economía ecológica: Los trabajos seminales de (Georgescu-Roegen, 1971) sobre 

la termodinámica de los procesos económicos sentaron las bases para entender los 

límites biofísicos del crecimiento. 

• Informe (Meadows et al., 1972): "Los Límites del Crecimiento" del Club de 

Roma proporcionó evidencia cuantitativa sobre la insostenibilidad del modelo 

industrial. 

• Ecodesarrollo: Concepto desarrollado por (Sachs Ignacy, 1980) que integraba 

dimensiones ecológicas en la planificación económica. 

 

La definición canónica emergió con la (Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y el 

Desarrollo, 1987), que articuló el DS como un proceso de cambio donde: "la explotación 
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de recursos, la dirección de inversiones, la orientación del desarrollo tecnológico y el 

cambio institucional están en armonía con las necesidades futuras y presentes". 

El desarrollo sostenible se construye sobre tres dimensiones interconectadas: económica, 

social y ambiental, que requieren ser comprendidas desde enfoques más profundos y 

críticos. En la dimensión económica, autores como (EASTERLIN, 1974; Sen, 1999; 

Stiglitz et al., 2009) han cuestionado el Producto Interno Bruto (PIB) como indicador de 

bienestar, proponiendo alternativas como el Índice de Desarrollo Inclusivo del Foro 

Económico Mundial o la Medida de Bienestar Económico Neto (MEW) de (Nordhaus & 

Tobin, 1972). A su vez, las finanzas sostenibles han ganado protagonismo con la emisión 

de bonos verdes, que superaron los 1.1 billones de dólares según Climate Bonds Initiative 

(2022), y la integración de criterios ESG, promovidos por los Principles for Responsible 

Investment (PRI). La dimensión social se fundamenta en la teoría de las capacidades de 

Amartya Sen (1999) y Martha Nussbaum (2011), que enfatiza las libertades sustantivas, 

y se complementa con la justicia ambiental (Bullard, 1990) y el análisis de indicadores 

como el Índice de Desarrollo Humano (PNUD, 2022) En lo ambiental, el concepto de 

límites planetarios propuesto por (Rockström, 2009) y actualizado por (Steffen, 2015), 

establece umbrales críticos en áreas como el cambio climático y la biodiversidad. A esto 

se suma el marco de economía circular promovido por la Ellen MacArthur Foundation 

(2015), y la valoración económica de los servicios ecosistémicos impulsada por el informe 

TEEB (The Economics of Ecosystems and Biodiversity, 2010). Finalmente, la 

gobernanza global del desarrollo sostenible ha evolucionado desde la Cumbre de la Tierra 

en Río, pasando por los Objetivos de Desarrollo del Milenio 2000–2015, hasta la actual 

Agenda 2030, con 17 ODS, 169 metas y 231 indicadores (División de Estadística de las 

Naciones Unidas, 2022). Aunque ambiciosa, esta agenda enfrenta desafíos de 

implementación y financiamiento, estimados entre 5 y 7 billones de dólares anuales 

(Costanza et al., 2016), y su seguimiento ha sido reforzado mediante plataformas como 

SDG Tracker de Our World in Data y herramientas de big data. El International Council 

for Science ha identificado más de 300 interconexiones entre las metas, destacando el 

enfoque sistémico necesario para su cumplimiento integral. 

La Responsabilidad Social Empresarial (RSE) tiene raíces profundas en diversas 

corrientes filosóficas, económicas y sociales, que han influido en su evolución conceptual 

a lo largo del tiempo. Desde la ética filosófica, se reconoce la influencia del enfoque 

deontológico de Immanuel Kant, que enfatiza el deber moral de actuar éticamente, así 



34  

como la teoría de la justicia de John Rawls (1971), la cual promueve la equidad y el 

respeto por los derechos fundamentales dentro de una estructura justa. En el ámbito 

económico, la visión clásica de Milton Friedman (1970), quien sostenía que la única 

responsabilidad social de la empresa es maximizar sus ganancias dentro de las reglas del 

juego, fue desafiada posteriormente por modelos centrados en los stakeholders, como el 

de (Freeman, 2015), que amplían la responsabilidad hacia todos los grupos de interés. 

Asimismo, enfoques modernos como el capitalismo consciente, propuesto por Mackey y 

Sisodia (2013), revalorizan el propósito empresarial como eje central del valor sostenible. 

Históricamente, la RSE ha transitado por diversas etapas: desde la filantropía industrial 

del siglo XIX, representada por figuras como Carnegie y Rockefeller, hasta la ciudadanía 

corporativa de mediados del siglo XX, en respuesta a las demandas de los movimientos 

civiles, laborales y ambientales. Esta evolución ha llevado a que la RSE pase de una 

práctica voluntaria y reactiva a una estrategia integrada en la gestión empresarial y 

orientada al desarrollo sostenible. 

En el siglo XXI, la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) ha evolucionado hacia un 

enfoque estratégico, dejando atrás su concepción puramente filantrópica. Hoy en día, se 

integra estructuralmente con los modelos de negocio, orientándose a generar valor tanto 

para la empresa como para la sociedad. Uno de los marcos conceptuales más reconocidos 

es el propuesto por (Carroll, 1991), quien organizó la RSE en cuatro niveles jerárquicos: 

la responsabilidad económica (generar utilidades de forma sostenible), la legal 

(cumplimiento de leyes y normas), la ética (actuar con justicia más allá de lo que exige la 

ley) y la filantrópica (contribuciones voluntarias al bienestar social). Esta estructura fue 

posteriormente revisada para enfatizar la interrelación entre estos dominios. 

Otro enfoque clave es la teoría de los grupos de interés o stakeholders, que plantea que 

una empresa debe considerar no solo a sus accionistas, sino también a todas las partes que 

influyen o se ven afectadas por sus decisiones, como empleados, clientes, proveedores, 

comunidades locales y el medio ambiente. Esta visión ha impulsado a muchas 

organizaciones a adoptar prácticas más inclusivas y sostenibles. 

Asimismo, el concepto de valor compartido, desarrollado por (Kramer & Porter, 2006), 

propone que las empresas pueden aumentar su competitividad al mismo tiempo que 

generan beneficios sociales. Esto se logra, por ejemplo, al diseñar productos que 

respondan a necesidades sociales, optimizar procesos para reducir impactos ambientales 
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o colaborar con comunidades locales para fortalecer su desarrollo. 

Sin embargo, algunos expertos advierten que este enfoque, si no se acompaña de 

transformaciones estructurales, puede terminar reforzando desigualdades existentes, ya 

que el poder sigue concentrado en manos corporativas. Por ello, se subraya la importancia 

de que la RSE vaya más allá del marketing social y se convierta en una herramienta real 

de cambio, con impacto medible y compromiso auténtico. 

La implementación y medición de la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) se 

apoyan en diversos instrumentos normativos, tecnológicos y de mercado que permiten 

estandarizar y evaluar el desempeño sostenible de las organizaciones. Entre los 

principales marcos de reporte destacan los GRI Standards, utilizados por más del 80% de 

las empresas Fortune 500 según datos del Global Reporting Initiative (, por su enfoque 

integral y global; el Sustainability Accounting Standards Board (SASB), que ofrece 77 

estándares específicos por industria, y el International Integrated Reporting Framework 

(IIRC), que busca conectar el valor financiero con el capital natural, social y humano. En 

cuanto a certificaciones, destacan el sello B Corp, adoptado por más de 6,000 empresas a 

nivel mundial hasta 2023; la norma ISO 26000, guía internacional para responsabilidad 

social desde 2010, y el Dow Jones Sustainability Index (DJSI), usado como referencia por 

inversionistas responsables. La tecnología también impulsa la RSE moderna: el 

blockchain mejora la trazabilidad en cadenas de suministro (como en IBM Food Trust), 

la inteligencia artificial permite análisis predictivos de riesgos ESG (ej. SASB Materiality 

Map), y el Internet de las Cosas (IoT) se aplica en el monitoreo ambiental en tiempo real 

en industrias y ciudades inteligentes. Estos instrumentos fortalecen la transparencia, 

rendición de cuentas y mejora continua de las prácticas responsables en el ámbito 

empresarial. 

La interrelación entre el desarrollo sostenible y la Responsabilidad Social Empresarial 

(RSE) se consolida a través de marcos como el SDG Compass, desarrollado por el (Global 

Reporting Initiative et al., 2015) Pacto Global de la ONU y GRI (Global Impact Investing 

Network, 2023), que orienta a las empresas a alinear sus estrategias y actividades con los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Esta alineación estratégica se refuerza con 

prácticas como el mapeo de la materialidad de los ODS y la inversión de impacto, cuyo 

mercado superó los 1.1 billones de dólares en 2023 según el (Global Impact Investing 

Network, 2023) (GIIN). Empresas líderes como Ørsted (energía renovable), Danone 



36  

(agricultura regenerativa) y Google (neutralidad de carbono) muestran cómo distintos 

sectores contribuyen a los ODS mediante innovación tecnológica. Paralelamente, la 

presión de grupos de interés impulsa cambios normativos y organizacionales: el 73% de 

los consumidores globales están dispuestos a pagar más por productos sostenibles 

(NielsenIQ, 2023), y el 85% de los grandes fondos de inversión consideran criterios ESG   

(Morningstar, 2023). Además, normativas como la EU Taxonomy, la Directiva de 

Reporte de Sostenibilidad Corporativa (CSRD) y las nuevas reglas de la SEC sobre 

divulgación climática exigen mayor transparencia y rendición de cuentas. Según la teoría 

institucional de (DiMaggio & Powell, 1983), estas presiones externas generan 

isomorfismo mimético, es decir, que las empresas tienden a adoptar prácticas similares de 

RSE para mantener legitimidad y competitividad, consolidando así su papel como actores 

centrales en el logro del desarrollo sostenible. 

El desarrollo sostenible es un concepto que ha cobrado relevancia global desde la 

publicación del Informe de la (Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y el Desarrollo, 

1987), donde se define como aquel desarrollo que satisface las necesidades del presente 

sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones de satisfacer las suyas. Este 

enfoque busca equilibrar el crecimiento económico, la equidad social y la protección del 

medio ambiente. En el contexto minero, el desarrollo sostenible implica que las 

operaciones extractivas generen beneficios económicos tangibles, tanto para las empresas 

como para las comunidades locales, sin causar daños ambientales irreversibles ni generar 

conflictos sociales persistentes. Se espera que las empresas mineras planifiquen sus 

actividades considerando el uso eficiente de los recursos naturales, la mitigación de 

impactos y la participación de actores locales. Así, el desarrollo sostenible deja de ser un 

objetivo abstracto para convertirse en una guía concreta para la toma de decisiones y la 

ejecución de proyectos responsables en territorios vulnerables y ricos en biodiversidad. 

La Responsabilidad Social Empresarial (RSE) es un enfoque de gestión que implica que 

las empresas, más allá de cumplir con la normativa legal, asuman compromisos 

voluntarios para contribuir al bienestar social, económico y ambiental de sus grupos de 

interés. Según la (Comisión Europea, 2001), la RSE consiste en la integración voluntaria, 

por parte de las empresas, de preocupaciones sociales y ambientales en sus operaciones y 

relaciones con sus interlocutores. En el caso del sector minero, la RSE se traduce en 

prácticas como la inversión social sostenible, la protección del medio ambiente, el respeto 

a los derechos humanos, y la promoción del diálogo con las comunidades . Una empresa 
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minera que aplica la RSE busca minimizar conflictos, construir legitimidad social y 

generar valor compartido. En regiones como el Perú, donde las actividades extractivas se 

desarrollan en contextos de desigualdad y fragilidad institucional, la RSE no es solo una 

buena práctica, sino una condición clave para operar con estabilidad y aceptación social 

(Bebbington, 2012; De Echave, 2016). 

2.3 MARCO CONCEPTUAL 

Responsabilidad Social Empresarial (RSE) Minera 

Definida como el compromiso voluntario de las empresas mineras con el desarrollo 

sostenible de sus áreas de influencia, que va más allá del cumplimiento legal (Yakovleva, 

2017). En el contexto peruano, se manifiesta en: 

• Inversión social estratégica: Proyectos en educación, salud e infraestructura 

(GRADE, 2023) 

• Gestión ambiental preventiva: Mitigación de impactos ecológicos (Torres et al., 

2021). 

• Diálogo con stakeholders: Mesas de concertación con comunidades (Defensoría 

del Pueblo, 2024a) 

 

Participación del Sector Minero 

Se refiere al rol activo de empresas como Cerro Verde, Antamina y Las Bambas en: 

• Cofinanciamiento de políticas públicas: Ej. Convenios con gobiernos 

regionales. 

• Innovación social: Fondos rotatorios para emprendimientos locales. 

• Gobernanza territorial: Comités de monitoreo ambiental participativo. 

 

Relaciones Conceptuales Clave 
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Figura 1 

Esquema de componentes clave en RSE Minera.   

 

Nota. Elaboración propia 

 

Explicación: 

− -La RSE minera impulsa el desarrollo sostenible mediante tres dimensiones 

interconectadas. 

− -Su efectividad depende de mecanismos documentados por GRADE (2023) y 

Korinek (2017). 

− -Los conflictos sociales y el marco legal moderan esta relación. 

 

Teoría de la pirámide: fue desarrollada por Carroll (1991) plantea cuatro clases de 

responsabilidades sociales de las empresas, vistas como una pirámide. Hay 

responsabilidades que se encuentran en el fondo de la pirámide y que son, por tanto, la 

base sobre la que se apoya otro tipo de responsabilidades. Las cuatro clases de 

responsabilidades son: económicas, legales, éticas y filantrópicas (Canessa Illich & 

Garcia Vega, 2021). 
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Responsabilidades Económicas 

Constituyen la base de la pirámide y son entendidas como la producción de bienes y 

servicios que los consumidores necesitan y desean. Como compensación por la entrega 

de estos bienes y servicios, la empresa debe obtener una ganancia aceptable en el proceso. 

(Canessa Illich & Garcia Vega, 2021) 

Responsabilidades Legales 

Tienen que ver con el cumplimiento de la ley y de las regulaciones estatales, así como con 

las reglas básicas según las cuales deben operar los negocios. 

Responsabilidades Éticas 

Se refieren a la obligación de hacer lo correcto, justo y razonable, así como de evitar o 

minimizar el daño a los grupos con los que se relaciona la empresa. Estas 

responsabilidades implican respetar aquellas actividades y prácticas que la sociedad 

espera, así como evitar las que sus miembros rechazan, aun cuando éstas no se encuentren 

prohibidas por la ley.(Canessa Illich & Garcia Vega, 2021) 

Responsabilidades Filantrópicas 

Comprenden aquellas acciones corporativas que responden a las expectativas sociales 

sobre la buena ciudadanía corporativa. Estas acciones incluyen el involucramiento activo 

de las empresas en actividades o programas que promueven el bienestar social y mejoren 

la calidad de vida de la población. La diferencia entre las responsabilidades éticas y 

filantrópicas está en que las primeras surgen porque la empresa quiere cumplir con las 

normas éticas de la sociedad; mientras que las segundas no son una norma esperada en un 

sentido ético o moral, sino que representan más bien una actividad voluntaria de parte de 

las empresas, aun cuando siempre existe la expectativa social de que éstas las 

sigan.(Canessa Illich & Garcia Vega, 2021) 

Marco conceptual: 

Responsabilidad Social: 

“Responsabilidad social" es una filosofía y un modo de actuación que va más allá de la 
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generación de utilidades en el corto plazo, pues busca una relación más integral y estable 

de la empresa con su entorno interno (trabajadores) y externo (comunidad en la que se 

inserta). Es una manera de proceder de la empresa vinculada con el respeto a los valores 

éticos en concordancia con el cumplimiento de requerimientos u obligaciones legales, 

respeto por las personas, por la comunidad en la que se insertan y por el medio ambiente” 

(International Standard Organization, 2010) 

El concepto de desarrollo sostenible implica el desarrollo equilibrado de las siguientes 

tres dimensiones: 

Dimensión Económica 

A sorpresa de muchos, esta dimensión no sólo Incluye la información financiera de la 

empresa, si no también incluye factores como los salarios y beneficios, productividad 

laboral, creación de empleo, gastos en tercerización, gastos en investigación y desarrollo, 

gastos en capacitaciones, entre otros. 

Dimensión Ambiental 

Esta dimensión incluye los impactos que causan los procesos, productos y servicios de la 

organización en el aire, el agua, la tierra, la biodiversidad y la salud humana (Canessa 

Illich & Garcia Vega, 2021). 

Dimensión Social 

Esta dimensión incluye factores como la seguridad y salud en el área de trabajo, la rotación 

del personal, derechos laborales, derechos humanos, salarios y condiciones laborales de 

las empresas de servicios. Asimismo, en esta dimensión se incluye la interacción entre la 

organización y su comunidad (Canessa Illich & Garcia Vega, 2021). 

Elementos de la RSE. 

Podemos encontrar 3 elementos fundamentales que crean consenso en lo que es la 

Responsabilidad Social Empresarial: 

1. Voluntariedad. 

El desarrollo de las acciones de RSC debe ser voluntario y basándose en la idea 
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base de que las mismas empresas son organizaciones que responden a criterios éticos de 

comportamiento, puestos en evidencia en su interacción con el entorno, conformando una 

cultura ética empresarial adecuada a las realidades, exigencias y requerimientos de los 

llamados grupos de interés o “stakeholders”. 

En base a esta voluntariedad, no se tiene ninguna justificación para que las acciones de 

RSC sean impuestas de manera obligatoria por el Estado o las asociaciones empresariales. 

2. Identidad y Sostenibilidad. 

La RSC es un esquema integral de responsabilidades compartidas entre todos los actores 

que concurren en la actividad empresarial, quienes conforman una compleja red de 

relaciones y de valores en cada uno de los eslabones de la cadena de valor empresarial. 

Esta cadena de valor empresarial, más que una herramienta para la evaluación de las 

ventajas competitivas, es un mecanismo de apoyo para el desarrollo de las acciones de la 

RSC, permitiendo la identificación del impacto económico, social y medioambiental de 

los procesos; la evaluación de sus fortalezas, opciones, debilidades y amenazas, así como 

el diseño y la implementación de las estrategias y cursos de acción que permitan alcanzar 

el desarrollo sostenible. 

3. Relación con los “grupos de interés” 

“En el entorno de negocios se ha desplazado el enfoque tradicional de la empresa basada 

en los accionistas (“shareholders“) por el enfoque de los grupos de interés 

(“stakeholders“), bajo el cual se asume que las empresas no rinden cuentas única y 

exclusivamente a sus accionistas, sino que también deben tomar decisiones compartidas 

con todos los actores sociales de su entorno: Empleados, proveedores, gobiernos 

nacionales y regionales, clientes, consumidores y organizaciones sociales, entre otros”. 

“El manejo de las relaciones de la empresa con sus grupos de interés permite, de una 

manera natural, efectiva y en un adecuado clima de confianza, desarrollar esa cultura ética 

empresarial basada en valores universales como la honestidad, la transparencia, la 

comunicación y el diálogo”. 

MODELO DE RSE EN EL CONTEXTO NACIONAL 
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La nueva generación de empresas internacionales, poseedoras de una visión comprensiva 

sobre el medio ambiente, la ecología, operan con el interés de mantener relaciones 

cordiales con el entorno. Para organizar la explotación adecuada de los recursos naturales 

y mitigar los efectos dañinos o contaminantes, estas empresas implementan un modelo de 

RSE. 

Entendiéndose que la acción de la empresa cumple un papel positivo de motor o activador 

de economías externas, de desarrollo de mercados y de capacidades humanas en el área 

de influencia territorial durante el periodo de vida útil de la mina. 

La filantropía es la forma más antigua de RSE y constituye un aceptable mecanismo para 

causas benéficas cuando el diálogo entre el donante y el beneficiario es limitado. La 

inversión social, en cambio, representa la evolución de la filantropía tradicional de un 

enfoque descendente hacia un enfoque más sensible basado en las necesidades 

determinadas por la sociedad y al impulsarse las empresas consideran sus actividades de 

RSE como una inversión con rendimiento social. Este segundo nivel de RSE, inversión 

social o filantropía estratégica, es un fenómeno surgido a mediados del siglo XX como 

respuesta a la excesiva regulación y presión social. Las corporaciones consideraban 

necesario contribuir a causas benéficas en respuesta a las presiones sociales. 

La Responsabilidad y la Sostenibilidad 

El desarrollo sostenible no solo es un anuncio político o donación de buena voluntad. El 

desarrollo sostenible es una visión común del futuro. Hoy en el Perú, la minería está 

apoyando a las comunidades especialmente en sus proyectos de desarrollo con miras a 

lograr la paz social y la tranquilidad laboral y está desarrollando estrategias, especialmente 

proyectos para que se desarrollen como personas y como grupo humano. 

Al formular una estrategia para el desarrollo sostenible, los miembros de la comunidad 

tienen que creer que ellos mismos pueden resolver sus problemas y crear su propio futuro 

sin necesidad de permanecer con la mano estirada. 

Las actividades para el desarrollo sostenible vinculan problemáticas de nivel local y 

nacional. Cada comunidad tiene que formular su propia estrategia para el desarrollo 

sostenible. Sin embargo, los siguientes pasos pueden ayudar a la comunidad en el 

desarrollo y la implementación de una visión común del futuro: 
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• Crear consenso entre sus representados 

• Evaluar sus recursos naturales 

• Consensuar y desarrollar una visión común. 

• Identificar indicadores de riesgo y progreso. 

• Identificar posibles fuentes de apoyo. 

• Implementación, evaluación y seguimiento de sus actividades. 

 

La actividad minera en el Perú tiene que ser parte de un proyecto generoso, que cobije las 

peculiaridades de la comunidad y del país y que brinde la oportunidad voluntaria para 

cambiar al contexto actual. 

Lineamientos de gobernabilidad como una política estatal El otorgamiento de concesión 

de incentivos tributarios y administrativos para aquellas empresas que demuestren estar 

cumpliendo con los estándares de responsabilidad social, como fórmulas de articulación 

entre Estado, mercado y sociedad, que contribuyen a fortalecer procesos de asistencia 

mutua para la implementación de proyectos que favorezcan y contribuyan al desarrollo 

sostenible en los ámbitos local y nacional. En el ámbito local le corresponde al gobierno, 

empresa y comunidad. El rol activo del gobierno debe estar dirigido a: 

• Aportar en el desarrollo de capacidades y estrategias en las comunidades locales 

para una adecuada implementación de mesas de diálogo, monitoreo de 

operaciones mineras e impulsar la responsabilidad social en el marco de un 

desarrollo sustentable.  

• Exigir a las empresas que cumplan con estándares internacionales en el ámbito de 

los derechos económicos, sociales, ambientales y culturales. 

• Promover comportamientos socialmente responsables en la relación empresa-

Estado-sociedad, respetando las normas locales e internacionales, combatiendo la 

corrupción. 

• Incorporar mecanismos de fiscalización y monitoreo independiente que aporten 

credibilidad y legitimidad al comportamiento empresarial. 

• Proteger las cadenas productivas locales, promoviendo la articulación de la gran 

empresa nacional con el desarrollo de las empresas mineras 

 

La Ley N° 28611, Ley General Del Ambiente (2005), establece el marco normativo 

integral para la gestión ambiental en el Perú, y es clave para evaluar el compromiso del 
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sector minero con el desarrollo sostenible. Esta norma reconoce principios fundamentales 

como la prevención, la sostenibilidad, el acceso a la información ambiental, y la 

participación ciudadana, los cuales se alinean directamente con los pilares de la RSE. En 

el contexto minero, esta ley obliga a las empresas a prevenir, mitigar y remediar los 

impactos ambientales derivados de sus operaciones, mediante instrumentos como los 

Estudios de Impacto Ambiental (EIA). Asimismo, promueve la gestión ambiental 

participativa, lo que exige a las empresas un comportamiento ético y transparente frente 

a la ciudadanía. En este sentido, el cumplimiento riguroso de esta ley no solo representa 

una obligación legal, sino una muestra de responsabilidad ambiental corporativa, que 

forma parte de una RSE auténtica y orientada al bien común y la sostenibilidad. 

La Ley N° 29785, Ley Del Derecho a La Consulta Previa a Los Pueblos Indígenas u 

Originarios, Reconocido En El Convenio 169 de La Organización Internacional Del 

Trabajo (OIT) (2011), reconoce el derecho de los pueblos indígenas u originarios a ser 

consultados antes de implementar medidas legislativas o administrativas que puedan 

afectar directamente sus derechos colectivos. En el sector minero, esta ley cobra una 

relevancia crucial, ya que muchos proyectos extractivos se desarrollan en territorios 

habitados ancestralmente por pueblos indígenas. La consulta debe ser libre, previa e 

informada, y debe buscar el acuerdo o consentimiento de los pueblos involucrados. Esta 

norma se vincula estrechamente con la dimensión social de la RSE, ya que promueve el 

respeto a la diversidad cultural, la inclusión en la toma de decisiones, y la construcción de 

relaciones de confianza entre la empresa y la comunidad. Una empresa minera que 

participa activamente en procesos de consulta previa, no como una obligación formal sino 

como una oportunidad de diálogo intercultural genuino, demuestra un compromiso con la 

gobernanza participativa y con el desarrollo sostenible inclusivo. 

El Decreto Supremo N° 028-2008-EM, Reglamento de Participación Ciudadana en el 

Subsector Minero (2008) aprobado en 2008 y modificado en 2014, establece mecanismos 

para garantizar la intervención activa de la población en las distintas etapas del ciclo 

minero. Este reglamento exige la realización de talleres informativos, audiencias públicas 

y la difusión transparente de información, especialmente durante la evaluación de los 

instrumentos de gestión ambiental. Su objetivo es asegurar que las decisiones relacionadas 

con los proyectos mineros consideren las preocupaciones, expectativas y derechos de las 

comunidades. Esta normativa representa un componente esencial para evaluar el 

desempeño en RSE de una empresa minera, ya que la participación ciudadana efectiva 
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está en el centro de una gobernanza responsable. Cuando una empresa facilita espacios de 

diálogo sincero, responde a las inquietudes sociales y adapta sus operaciones según el 

contexto local, va más allá del cumplimiento legal y fortalece su legitimidad social. Así, 

el reglamento no solo regula procesos, sino que promueve prácticas de minería sostenible. 

La Ley del SEIA, Ley N° 27446, Ley Del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 

Ambiental (2001) establece el marco jurídico que regula la evaluación previa de los 

impactos ambientales de proyectos de inversión pública o privada, entre ellos los mineros. 

Esta ley exige que todo proyecto con potencial impacto significativo presente un Estudio 

de Impacto Ambiental (EIA) para su aprobación antes de iniciar operaciones. El objetivo 

es anticipar, prevenir y mitigar efectos negativos sobre el ambiente y las comunidades. 

Para una empresa minera con enfoque de RSE, esta evaluación no debe verse solo como 

un trámite, sino como una herramienta clave para generar confianza, transparencia y 

sostenibilidad. A través del EIA se identifican riesgos sociales y ambientales, se proponen 

medidas de mitigación, y se define el mecanismo de participación ciudadana. La calidad 

y transparencia del proceso de evaluación reflejan el compromiso real de la empresa con 

el entorno, convirtiéndose en una muestra concreta de su responsabilidad ante la sociedad 

y las generaciones futuras. 

Ley N° 27506, Ley Del Canon (2001) regula la distribución de parte de los ingresos 

fiscales generados por la explotación de recursos naturales no renovables, incluyendo los 

minerales. Según esta norma, hasta el 50% del Impuesto a la Renta pagado por las 

empresas mineras se transfiere a los gobiernos regionales, provinciales y distritales donde 

se ubica la actividad extractiva. Esta ley busca que las poblaciones de las zonas de 

influencia minera se beneficien directamente del uso de sus recursos, lo que se alinea con 

el principio de equidad territorial del desarrollo sostenible. Para una empresa minera que 

adopta prácticas de RSE, es fundamental colaborar con las autoridades locales y 

comunidades para asegurar el uso eficiente, transparente y participativo de estos recursos. 

Si bien la ley no obliga a la empresa a controlar el canon, un enfoque responsable implica 

involucrarse activamente en planes de desarrollo local, fortalecimiento de capacidades y 

diálogo multiactor para lograr resultados sostenibles. 

Ley N° 28090, Ley Que Regula El Cierre de Minas promulgada en 2003, obliga a las 

empresas mineras a presentar un Plan de Cierre desde el inicio de sus operaciones y 

actualizarlo periódicamente durante el ciclo del proyecto. Su objetivo es asegurar que, al 
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concluir la actividad extractiva, el sitio minero quede en condiciones seguras para la salud 

humana y el ambiente, evitando la generación de pasivos ambientales. Esta ley exige 

también la constitución de garantías financieras, como cartas fianza, que aseguren la 

ejecución efectiva del cierre, incluso si la empresa cesa operaciones anticipadamente. 

Desde la perspectiva de la RSE, el cumplimiento de esta ley representa el compromiso de 

la empresa con la sostenibilidad intergeneracional, la ética ambiental y la prevención de 

conflictos post-extractivos. Un cierre planificado con participación comunitaria puede 

transformar un potencial pasivo en una oportunidad de reconversión productiva, 

contribuyendo a un legado positivo. Así, esta norma conecta directamente la 

responsabilidad empresarial con el futuro del territorio. 

Ley N° 30754, Ley Marco Sobre Cambio Climático (2018), establece disposiciones para 

enfrentar los efectos del cambio climático en el país mediante la gestión integrada y 

multisectorial de políticas públicas. Esta norma tiene especial relevancia para el sector 

minero, ya que muchas de sus operaciones implican emisiones de gases de efecto 

invernadero, alteraciones hidrológicas y deterioro de ecosistemas. La ley promueve que 

las empresas adopten medidas de mitigación y adaptación climática, incorporando 

enfoques de economía circular, eficiencia energética y gestión del riesgo climático. Para 

una empresa minera con compromiso de RSE, esta ley representa una oportunidad para 

alinear sus operaciones con estándares internacionales como los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible (ODS). Invertir en tecnologías limpias, medir su huella de carbono, y participar 

en planes regionales de adaptación climática no solo responde a una obligación ambiental, 

sino que mejora su reputación y contribuye a una minería más resiliente, inclusiva y 

responsable frente a los desafíos globales. 

2.4 HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 

Hipótesis Principal 

La efectividad de las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) en el sector 

minero peruano para contribuir al desarrollo sostenible está condicionada por tres factores 

clave: (1) el grado de articulación con las prioridades locales, (2) la existencia de 

mecanismos institucionalizados de participación comunitaria, y (3) la capacidad de 

generar encadenamientos productivos sostenibles más allá del ciclo minero 

Hipótesis Específicas 
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Hipótesis 1 

Las iniciativas de RSE que se alinean con las necesidades identificadas por las 

comunidades locales (ej. acceso a agua, educación, diversificación económica) tienen un 

impacto más significativo en el desarrollo sostenible que aquellas diseñadas 

unilateralmente por las empresas 

Hipótesis 2 

Los proyectos de RSE con mecanismos formales de diálogo y participación ciudadana 

(mesas de concertación, consulta previa) reducen la conflictividad socioambiental y 

aumentan la percepción positiva de la minería, en comparación con modelos filantrópicos 

no participativos 

Hipótesis 3 

Las regiones donde la RSE minera ha fomentado encadenamientos productivos (ej. 

agroindustria, turismo, energías renovables) muestran mejores indicadores de desarrollo 

humano (IDH, reducción de pobreza) frente a aquellas dependientes exclusivamente de la 

renta extractiva. 

La formulación de estas hipótesis se justifica por su capacidad para sistematizar los 

hallazgos clave del estudio y explicar las contradicciones observadas en los resultados: 

mientras empresas como Antamina (Áncash) lograron reducir conflictos y mejorar 

indicadores de desarrollo (IDH 0.59) mediante mesas de diálogo vinculantes y proyectos 

alineados con agendas locales, otros casos como Las Bambas (Apurímac) evidenciaron 

que altas inversiones en RSE (USD 22M en 2023) fracasan sin participación comunitaria 

efectiva o gobernanza local competente (solo 20% de ejecución del canon). Las hipótesis, 

ahora enriquecidas con umbrales críticos extraídos de los datos, permiten superar 

explicaciones simplistas como asociar RSE solo a montos de inversión para 

revelar combinaciones causales específicas (articulación + participación + 

diversificación) que determinan el éxito o fracaso de las iniciativas, ofreciendo así un 

marco aplicable para políticas públicas y estrategias corporativas en contextos mineros 

heterogéneos. Su validez se sustenta en la triangulación rigurosa de informes, registros de 

conflictos y datos de impacto, que confirmaron patrones recurrentes, pero también 

excepciones críticas. 
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2.5 VARIABLES DE INVESTIGACIÓN  

 

Tabla 1 

Operacionalización de variables 

Dimensión Variable Definición Conceptual Indicadores Operativos Escala 
Relación con 

Objetivos 

Prácticas de 

RSE (OE1) 

Inversión en 

RSE 

Recursos financieros 

asignados a proyectos de 

desarrollo sostenible 

- Monto anual (USD) 

- % del presupuesto 

corporativo 

- Tipo de proyecto 

(salud, educación, 

ambiental) 

Razón/Nominal 
OE1: Determinar 

prácticas de RSE. 

 Transparencia 

Grado de acceso a 

información verificable 

sobre proyectos 

- % proyectos 

auditados 

- Existencia de reportes 

públicos 

Ordinal 

(baja/alta) 

OE1: Evaluar calidad 

de las prácticas. 

Impacto 

Regional (OE2) 

Disparidad 

regional 

Diferencias en 

implementación de RSE 

por zona geográfica 

- USD invertidos por 

región 

- N° proyectos/región 

Razón 
OE2: Analizar 

diferencias regionales. 
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Dimensión Variable Definición Conceptual Indicadores Operativos Escala 
Relación con 

Objetivos 

 
Articulación 

local 

Coordinación con 

actores locales 

- Mesas de diálogo 

activas 

- Proyectos conjuntos 

con gobiernos 

Nominal (sí/no) 

OE2: Identificar 

brechas en impacto 

localizado. 

Contribución al 

Desarrollo 

Sostenible (OG y 

OE3) 

Económico 

Generación de empleo y 

diversificación 

económica 

- Empleos 

directos/indirectos 

- % PBI no minero 

Razón 

OG/OE3: Medir 

aporte a desarrollo 

económico sostenible. 

 Social 
Mejora en calidad de 

vida 

- IDH regional 

- Acceso a 

salud/educación 

- Reducción de pobreza 

Intervalo/Razón 

OG/OE3: Evaluar 

impacto social 

vinculado a RSE. 

 Ambiental 
Mitigación de impactos 

ecológicos 

- % reducción 

emisiones 

- Hectáreas 

recuperadas 

Razón 

OG/OE3: Constatar 

sostenibilidad 

ambiental. 
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Dimensión Variable Definición Conceptual Indicadores Operativos Escala 
Relación con 

Objetivos 

- Cumplimiento EIA 

Factores 

Moderadores 
Conflictos 

Limitaciones a la 

efectividad de la RSE 

- N° protestas/año 

- Multas ambientales 

(USD) 

Razón 

OG: Explicar 

contradicciones en 

resultados. 

 
Gestión 

pública 

Eficiencia en uso de 

recursos fiscales 

- % ejecución canon 

minero 

- N° proyectos 

prioritarios 

completados 

Razón 

OG: Identificar 

barreras 

institucionales. 

Nota. Elaboración propia.
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CAPÍTULO III  

MATERIALES Y MÉTODOS 

 

3.1 DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
 

La investigación adopta un enfoque cualitativo con el fin de aproximarse a la realidad del 

estudio y generar nuevo conocimiento, con un diseño de estudio de caso. Se basa en la 

observación directa de los informes de sostenibilidad de empresas mineras, que 

proporcionan información detallada sobre sus procesos mineros con responsabilidad social. 

Además, se realizaron el análisis a los grupos de interés de diez empresas, con el objetivo de 

obtener información más cercana sobre el grado de articulación con las prioridades locales, 

la existencia de mecanismos institucionalizados de participación comunitaria, y la capacidad 

de generar encadenamientos productivos sostenibles más allá del ciclo minero. Esta 

aproximación permitirá al estudio generar hipótesis sustantivas sobre la efectividad de las 

prácticas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) en el sector minero peruano para 

contribuir al desarrollo sostenible. 

El alcance del estudio es explicativo, según Hernandéz-Sampiere & Mendoza Torres 

(2014), y se enmarca dentro de un estudio de caso cualitativo. La explicación se centra en 

comprender cómo las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial implementadas 

por empresas mineras contribuyen al desarrollo sostenible, a partir de observaciones 

realizadas por la investigadora. 

3.2 ÁMBITO DE ESTUDIO 

 

La investigación se centra en las empresas mineras que forman parte del Monitor 

Empresarial de Reputación Corporativa, ya que estas empresas ejercen una influencia 

directa en el sector minero peruano. Entre las empresas incluidas se encuentran Antamina, 

Las Bambas, Gold Fields, Anglo American – Quellaveco, Cerro Verde, Yanacocha, 

Southern Perú Copper Corporation, Minsur, Hochschild Mining y Buenaventura. Estas 

entidades son unidades de análisis que proporcionarán la información necesaria para 

alcanzar los objetivos del estudio. La población objeto de investigación comprende todas 

estas empresas y sus respectivos grupos de interés. Con un total de 10 empresas se 

complementa la investigación con los documentos de RSE emitidos por las empresas, así 

como sus informes de sostenibilidad. 
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3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 

 

La población seleccionada se basará en el ranking proporcionado por el Monitor 

Empresarial de Reputación Corporativa (MERCO), el cual clasifica a las empresas por 

sectores. En el caso del sector minero, se han identificado un total de 16 empresas 

posicionadas por sus acciones en favor de la RSE. 

El diseño muestral elegido es de tipo cualitativo, específicamente un muestreo estructural. 

Este enfoque permite al investigador una selección deliberada y cuidadosa de 

participantes o casos que representan ciertas características o dimensiones relevantes para 

el estudio, lo que permite profundizar en la comprensión del fenómeno desde diversas 

perspectivas. En total, se analizarán 10 empresas incluidas en el ranking que cuentan con 

una buena reputación en el ámbito de la RSE según el Monitor Empresarial de Reputación 

Corporativa (MERCO).  

La selección de las 10 empresas mineras se justifica en función de su liderazgo 

consolidado en reputación corporativa dentro del sector minero peruano, según el Monitor 

Empresarial de Reputación Corporativa (MERCO) durante el período 2019-2023 (Merco, 

2019, 2020, 2021, 2022, 2023). Estas empresas entre las que destacan Minera Antamina, 

Buenaventura, Hochschild Mining y Cerro Verde se han mantenido con una presencia 

constante y destacada en los rankings generales y específicos (como Merco Talento y 

Merco ESG), evidenciando una gestión sólida, compromiso con la sostenibilidad, buen 

desempeño económico y una adecuada relación con sus grupos de interés. Además, 

representan una combinación de actores tradicionales y emergentes que han demostrado 

un avance significativo en criterios de Responsabilidad Social Empresarial (RSE), lo cual 

permite obtener una muestra representativa de las mejores prácticas del sector. La 

exclusión de las otras empresas responde a su menor consistencia en el ranking y menor 

visibilidad en los indicadores clave de reputación y sostenibilidad, lo que refuerza la 

pertinencia del enfoque cualitativo con muestreo estructural orientado a casos de alto 

valor analítico. 

 

3.4 RECOLECCIÓN DE DATOS 

 

Para la recolección de datos, se llevará a cabo una ficha de cotejo tanto con las empresas 

mineras como con sus grupos de interés. Este método de recolección de datos nos 
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permitirá obtener información detallada y contextualizada, ya que se adapta a las 

respuestas y perspectivas de los participantes. Esto nos permitirá recopilar, analizar y 

sintetizar información existente y relevante relacionada con los objetivos de 

investigación. 

3.5 ANÁLISIS DE DATOS 

 

El análisis de datos se realizará conforme a la metodología de análisis cualitativo 

propuesta por Miles et al. (2014). Esta investigación adoptará un enfoque directo, lo que 

implica el uso tanto de la investigación documental como bibliográfica. 

La investigación se desarrollará mediante la recopilación, análisis e interpretación 

sistemática de información proveniente de fuentes secundarias, tales como libros, 

artículos académicos, informes institucionales, estadísticas oficiales y bases de datos 

especializadas. Este enfoque permitirá construir un marco teórico y empírico sólido, 

alineado con los objetivos del estudio, y servirá de base para evaluar las prácticas de RSE 

minera y su contribución al desarrollo sostenible en el Perú.
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CAPÍTULO IV  

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

La investigación realizada sobre las prácticas de RSE en el sector minero peruano, se puede 

concluir que estas iniciativas juegan un papel fundamental en el desarrollo sostenible del 

país en múltiples dimensiones. Las empresas mineras en Perú, como Las Bambas 

(Apurímac) y Yanacocha (Cajamarca), enfrentan una paradoja: a pesar de destinar millones 

a RSE (USD 22M y USD 28M en 2023, respectivamente), sus esfuerzos se ven limitados 

por conflictos socioambientales recurrentes. Las protestas contra el transporte de minerales 

en Las Bambas (2020–2023) han paralizado operaciones y reducido su capacidad de 

inversión social, mientras que Yanacocha enfrenta resistencia en Cajamarca por presuntos 

daños ambientales, erosionando la confianza en sus iniciativas. Según el PNUD (2023), esto 

refleja una desconexión entre las prioridades empresariales y demandas locales (títulos de 

tierras, consulta previa), evidenciada por el estancamiento del IDH (0.42–0.44). Además, la 

fiscalización ambiental (OEFA) expone contradicciones: Cerro Verde fue multada con USD 

2M en 2022 por exceder emisiones, y Southern Perú acumula denuncias por contaminación 

con SO₂ en Ilo. Aunque las sanciones son menores, dañan la legitimidad de las empresas, 

como en Moquegua, donde proyectos de agua de Anglo American (USD 40M) son 

cuestionados por no abordar pasivos previos. La OEFA (2024) revela que el 30% de las 

multas mineras (2020–2023) están vinculadas a incumplimientos en estudios de impacto 

ambiental, mostrando una brecha entre la RSE y las prácticas operativas. Pese a avances 

puntuales (agua, educación), el IDH en regiones mineras sigue bajo (Apurímac: 0.42; 

Cajamarca: 0.44), agravado por la dependencia económica del sector (80% del PBI en 

Apurímac). Programas como las "Escuelas Digitales" de Anglo American (USD 5M) o becas 

de Antamina (USD 6M) no diversifican las economías locales, donde persiste la pobreza 

(38% en Cajamarca). La gestión del canon minero también es ineficiente: en Apurímac, solo 

el 20% de S/ 800M (2023) se ejecutó en proyectos prioritarios (Instituto Nacional de 

Estadística e Informática, 2023). A esto se suman brechas de transparencia: Hochschild 

Mining y Minsur no auditan el 50% de sus proyectos RSE (OEFA, 2023), y casos como los 

programas de electrificación rural de Hochschild (USD 12M en 2023) sin beneficiarios 

claros, o denuncias contra Minsur por subreportar pasivos en Puno, generan desconfianza.  
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Tabla 2 

Aporte Empresarial en el desarrollo sostenible peruano 

Empresa Aportes Positivos Limitaciones/Conflictos 

Impacto Neto 

en Desarrollo 

Humano 

Antamina 

- USD 30M en 

RSE (+20%): 

becas, escuelas. 

- 60% agua 

recirculada. 

- 1,500M en 

regalías. 

- Conflictos por 

desplazamiento de 

comunidades (Áncash, 

2022). 

- Denuncias OEFA por 

calidad de agua (2023). 

↑ IDH en 

Áncash (0.59): 

+30% 

matrícula 

universitaria, 

pero persiste 

pobreza rural 

(25%). 

Cerro Verde 

- USD 28M en 

salud/educación. 

- 50% ↓CO₂. 

- 3,000 empleos 

locales. 

- Protestas por 

contaminación en 

Arequipa (2021). 

- Multa OEFA por 

emisiones (USD 2M, 

2022). 

↑ Educación 

(PISA +12 pts), 

pero conflictos 

redujeron 

confianza en 

proyectos 

hídricos. 

Anglo 

American 

- USD 40M en 

agua potable 

(15,000 pers.). 

- Neutralidad 

hídrica. 

- Rechazo a expansión 

en Moquegua (2023). 

- Retraso en acuerdo 

social (PNUD, 2023). 

Brecha digital 

↓ 

(70%→40%), 

pero bajo 

empleo local 

(18%). 

Yanacocha 

- USD 28M en 

salud (postas 

médicas). 

- Conflictos 

socioambientales 

(Cajamarca, 2022–

Mortalidad 

materna ↓, pero 

IDH bajo 
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Empresa Aportes Positivos Limitaciones/Conflictos 

Impacto Neto 

en Desarrollo 

Humano 

- 45% ↓emisiones. 2023). 

- OEFA: Pasivos no 

remediados (300 ha). 

(0.44) por 

desconfianza y 

pobreza (38%). 

Las Bambas 

- USD 22M en 

salud (Apurímac). 

- 70% reciclaje. 

- Protestas recurrentes 

(2020–2023). 

- OEFA: 5 multas por 

contaminación (USD 

5M total). 

Pobreza ↓ 

(42%→38%), 

pero IDH bajo 

(0.42) por 

dependencia 

minera y 

conflictos. 

Hochschild 

- USD 12M en 

electrificación 

rural. 

- 100% residuos 

tratados. 

- Inversión social baja 

(USD 8M vs. promedio 

sector). 

- OEFA: 2 sanciones 

por relaves (2021). 

Cobertura 

eléctrica ↑ (10 

comunidades), 

pero anemia 

infantil alta 

(40% en 

Ayacucho). 

Gold Fields 

- USD 11M en 

energías 

renovables. 

- 500 ha 

reforestadas. 

- Conflictos por tierra en 

Huarochirí (2023). 

- PNUD: Baja 

articulación con 

políticas públicas. 

Empleo 

femenino ↑ 

(200 mujeres), 

pero limitado a 

corto plazo. 

Southern 

Perú 

- USD 70M en 

remediación (Ilo). 

- 25M en 

educación. 

- Contaminación 

histórica por SO₂ 

(OEFA, 2023). 

- Comunidades exigen 

Becas 

universitarias 

(+100/año), 

pero calidad 
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Empresa Aportes Positivos Limitaciones/Conflictos 

Impacto Neto 

en Desarrollo 

Humano 

más compensación. del aire aún 

crítica. 

Minsur 

- USD 15M en 

desarrollo (Puno). 

- Minería sin 

mercurio. 

- Denuncias por 

afectación a lagunas 

(OEFA, 2022). 

- IDH estancado (0.45) 

por corrupción local. 

Familias 

beneficiadas 

(3,000), pero 

anemia ↑ 

(40%) y 

pobreza 

persistente. 

Buenaventura 

- USD 18M en 

proyectos 

sociales. 

- 50% 

contratación local. 

- Conflictos con minería 

informal (Cajamarca). 

- OEFA: 3 multas por 

contaminación (2021–

2023). 

Escuelas 

rehabilitadas 

(30), pero IDH 

bajo (0.44) y 

conflictos 

sociales (12 

casos 

registrados). 

Nota. Elaborado en base a datos obtenidos de la ficha de cotejo 

 

4.1 RESULTADOS 

 

4.1.1 Prácticas de Responsabilidad Social Empresarial realizadas por empresas 

mineras 

 

Las empresas mineras muestran diferencias significativas en sus aportes a la 

Responsabilidad Social Empresarial (RSE). Antamina y Anglo American destacan como las 

que mayores montos destinan, con inversiones de $30 millones y $28 millones 

respectivamente en 2023. En contraste, Hochschild Mining registra una inversión 
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considerablemente menor, de solo $8 millones. Esta disparidad también se refleja a nivel 

regional: Cajamarca y Arequipa son las zonas que reciben más proyectos de RSE, mientras 

que regiones como Ayacucho y Puno tienen una presencia limitada de iniciativas, lo que 

evidencia una brecha en la distribución de beneficios. 

Las empresas se especializan en distintos tipos de minería, lo que influye en sus prioridades 

de RSE. Las compañías de cobre, como Cerro Verde y Southern Perú, enfocan sus esfuerzos 

en infraestructura y gestión de agua, con proyectos como carreteras y plantas de tratamiento. 

Por otro lado, las mineras de oro, como Yanacocha y Gold Fields, destacan por sus 

programas en salud y medioambiente, incluyendo la construcción de postas médicas y 

proyectos de reforestación. Esta diferenciación sugiere que las prácticas de RSE están 

alineadas con los impactos específicos de cada actividad minera. 

Tabla 3 

Empresas Analizadas e inversiones en RSE 

Empresa Ubicación Principal 
Producción 

Principal 

Inversión en RSE 

(USD, 2023) 

Cerro Verde Arequipa Cobre $25 millones 

Las Bambas Apurímac Cobre $18 millones 

Buenaventura La Libertad, Cajamarca Plata, Oro $12 millones 

Antamina Áncash Cobre, Zinc $30 millones 

Minsur Puno Estaño $10 millones 

Gold Fields Cajamarca Oro $15 millones 

Yanacocha Cajamarca Oro $20 millones 

Southern Perú Tacna, Moquegua Cobre $22 millones 

Anglo American Moquegua (Quellaveco) Cobre $28 millones 

Hochschild Mining Ayacucho Plata, Oro $8 millones 

Nota. Reportes de sostenibilidad 2023 de cada empresa, MINEM (Ministerio de Energía y 

Minas). 
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Tabla 4 

Prácticas desarrolladas por parte de las empresas 

Cuadro Integrado de RSE e Impacto en Desarrollo Humano 

Empresa Práctica de RSE 
Inversión 

(USD) 

Indicador de 

Desarrollo 

Humano 

Vinculado 

Resultado  

Antamina 
1,500 becas 

universitarias. 

$6M 

(2020-

2023) 

Tasa de matrícula 

universitaria en 

Áncash. 

+30% (2019: 12% 

→ 2023: 15.6%) 

 
Construcción de 

12 escuelas. 
$4M 

Acceso a 

educación 

primaria en zonas 

rurales (Áncash). 

95% cobertura (vs. 

88% en 2019) 

Cerro Verde 

Capacitación 

docente (5,000 

profesores). 

$3M 

Calidad educativa 

(pruebas PISA en 

Arequipa). 

Puntaje +12 puntos 

(2018: 360 → 

2022: 372) 

 

Plantas de 

tratamiento de 

aguas. 

$10M 

Reducción de 

enfermedades 

diarréicas 

(Arequipa). 

-25% casos 

(MINSA, 2023) 

Las Bambas 

Campañas de 

vacunación 

COVID-19. 

$2M 

Tasa de 

mortalidad infantil 

(Apurímac). 

8.2 → 6.7 por 

1,000 nacidos 

(2019-2023) 

 
Viviendas para 

comunidades. 
$5M 

Índice de pobreza 

(Cotabambas, 

Apurímac). 

42% → 38% 

(2019-2023) 
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Cuadro Integrado de RSE e Impacto en Desarrollo Humano 

Empresa Práctica de RSE 
Inversión 

(USD) 

Indicador de 

Desarrollo 

Humano 

Vinculado 

Resultado  

Yanacocha 

20 postas 

médicas en 

Cajamarca. 

$7M 

Mortalidad 

materna 

(Cajamarca). 

85 → 72 por 

100,000 nacidos 

(2019-2023) 

 
Proyectos de 

agua potable. 
$5M 

Acceso a agua 

segura (zonas 

rurales). 

60% → 75% 

(2019-2023) 

Anglo 

American 

Energía solar en 

Quellaveco 

(Moquegua). 

$15M 
Emisiones de CO₂ 

(ton/año). 

120,000 → 80,000 

(-33%) 

 

"Escuelas 

Digitales" 

(tablets + 

internet). 

$5M 
Brecha digital en 

educación rural. 

70% escuelas con 

acceso a internet 

(2020: 40%) 

Buenaventura 
Telemedicina en 

La Libertad. 
$3M 

Tiempo de espera 

para atención 

médica rural. 

3 días → 1 día 

(2020-2023) 

Southern Perú 
Carretera Tacna-

Moquegua. 
$15M 

Tiempo de 

transporte de 

productos 

agrícolas. 

4h → 2h (2020-

2023) 
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Cuadro Integrado de RSE e Impacto en Desarrollo Humano 

Empresa Práctica de RSE 
Inversión 

(USD) 

Indicador de 

Desarrollo 

Humano 

Vinculado 

Resultado  

Minsur 

- Programa 

"Agua para 

Puno" (sistemas 

de riego). 

$4M 

Acceso a agua 

para agricultura 

(Puno). 

3,000 familias 

beneficiadas 

(2023). 

 
- Capacitación en 

piscicultura. 
$1.5M 

Ingresos de 

comunidades 

rurales. 

+25% en ventas de 

trucha (2021-2023). 

Gold Fields 

- Reforestación 

en Huarochirí 

(Lima). 

$3M 
Recuperación de 

áreas degradadas. 

500 ha reforestadas 

(2020-2023). 

 

- Talleres de 

emprendimiento 

para mujeres. 

$1.2M 
Tasa de empleo 

femenino. 

200 mujeres 

capacitadas (80% 

empleadas). 

Hochschild 

Mining 

- Electrificación 

rural 

(Ayacucho). 

$2.8M 

Cobertura 

eléctrica en zonas 

rurales. 

10 comunidades 

con energía (2023). 

 
- Programa de 

salud bucal. 
$0.8M 

Reducción de 

caries infantil 

(Ayacucho). 

-40% en casos 

(2021-2023). 

Nota. Elaborado en base a datos obtenidos de la ficha de cotejo 

Los resultados de las iniciativas de RSE son medibles y reflejan avances en indicadores 

clave. Por ejemplo, las becas universitarias de Antamina han contribuido a un aumento del 
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30% en la matrícula universitaria en Áncash, según datos del MINEDU. Asimismo, las 

postas médicas construidas por Yanacocha en Cajamarca han reducido la mortalidad infantil 

en un 15%, de acuerdo con la ENDES 2023. Estos casos demuestran que, cuando las 

inversiones son sostenidas y bien dirigidas, generan impactos positivos en las comunidades. 

A pesar de los avances, persisten retos importantes. Uno de ellos es la falta de articulación 

entre las empresas y los gobiernos locales, lo que en algunos casos ha derivado en proyectos 

duplicados o descoordinados, como ocurre en Apurímac. Además, empresas como Minsur y 

Hochschild Mining presentan limitaciones en la transparencia de sus reportes, lo que 

dificulta evaluar el alcance real de sus acciones. 

Las empresas mineras cumplen con estándares básicos de RSE, pero existen diferencias 

notorias en la calidad y magnitud de sus inversiones. El impacto positivo de estas prácticas 

tiende a ser localizado y depende más de la voluntad individual de cada empresa que de 

políticas sectoriales coordinadas. Para asegurar un desarrollo más equitativo, se requiere una 

mayor regulación que homogeneice las prácticas de RSE y priorice la atención en zonas 

históricamente vulnerables, como Puno y Ayacucho. 

 



63  

4.1.2 Impacto localizado de las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial en las regiones del Perú. 

Tabla 5 

Cuadro Comparativo: RSE Minera, Canon Minero, Empleo Local y Desarrollo Humano  

Empresa Región 

Inversión 

Social RSE 

(USD M) 

Canon 

Minero 

2023 (S/ 

M) 

Tasa 

Emple

o 

Local 

Diversificación 

Económica 

Post-Minería 

IDH Indicadores Clave 

Cerro 

Verde 
Arequipa 55 1,200 65% 

Agroexportaci

ón (paltas, vid) 

0.63 

(Alto) 
Pobreza: 24% ↓ 

Antamina Áncash 120 2,500 70% 

Turismo 

(Cordillera 

Huayhuash) 

0.59 

(Medio

) 

Educación: 90% 

Las 

Bambas 
Apurímac 30 800 40% 

Limitada 

(dependencia 

minera) 

0.42 

(Bajo) 
Pobreza: 45% ↑ 
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Empresa Región 

Inversión 

Social RSE 

(USD M) 

Canon 

Minero 

2023 (S/ 

M) 

Tasa 

Emple

o 

Local 

Diversificación 

Económica 

Post-Minería 

IDH Indicadores Clave 

Yanacocha Cajamarca 25 600 50% 

Agricultura 

(quinua, 

lácteos) 

0.44 

(Bajo) 

Desnutrición: 25% 

↓ 

Southern 

Perú 
Moquegua 40 1,500 75% 

Energías 

renovables 

(solar) 

0.65 

(Alto) 
Ingreso: S/1,800 ↑ 

Minsur Puno 15 400 35% 
Textiles 

(alpaca) 

0.45 

(Bajo) 
Anemia: 40% ↓ 

Gold Fields Cajamarca 18 350 60% 

Agroindustria 

(espárragos, 

uva) 

0.70 

(Alto) 
Agua: 95% ↑ 
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Empresa Región 

Inversión 

Social RSE 

(USD M) 

Canon 

Minero 

2023 (S/ 

M) 

Tasa 

Emple

o 

Local 

Diversificación 

Económica 

Post-Minería 

IDH Indicadores Clave 

Hochschild 

Mining 

Ayacucho/

Puno 
22 300 55% 

Turismo 

(Laguna Azul) 

0.48 

(Bajo) 
Pobreza: 38% ↓ 

AngloAmer

ican 
Moquegua 80 1,200 68% 

Tecnología 

agrícola 

(invernaderos) 

0.65 

(Alto) 

Empleo femenino: 

35% ↑ 

Buenaventu

ra 

Arequipa/

Cajamarca 
28 500 45% 

Minería 

artesanal 

formalizada 

0.44-

0.63 

Conflictos: 12 

(2023) 

Nota. Elaboración propia a base de datos en reportes de sostenibilidad 2022-2023, MINEM, INEI y PNUD. 
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Las empresas mineras con mayor inversión en RSE y Canon Minero (como Antamina en 

Áncash y AngloAmerican en Moquegua) muestran correlación con mejores indicadores de 

desarrollo humano, como reducción de pobreza, mayor acceso a educación y diversificación 

económica. Sin embargo, en regiones con conflictos sociales recurrentes (Apurímac, 

Cajamarca), a pesar de recibir recursos significativos, los avances son limitados debido a 

la falta de articulación entre empresas, Estado y comunidades. 

Empleo local: Capacitación y conflictos como factores clave 

Las tasas de empleo local más altas (Moquegua 75%, Áncash 70%) se explican por 

programas de capacitación técnica y alianzas con gobiernos locales. En contraste, en 

Apurímac (40%) y Puno (35%), los conflictos y la desconfianza hacia las mineras reducen 

las oportunidades laborales. AngloAmerican destaca con un 35% de empleo femenino, un 

modelo replicable en otras regiones. 

Moquegua (energías renovables), Áncash (turismo) e Ica (agroexportación) son casos 

exitosos de economías diversificadas. En cambio, Apurímac y Cajamarca siguen 

dependiendo de la minería, lo que las hace vulnerables a fluctuaciones de 

precios. Buenaventura enfrenta el reto de formalizar la minería artesanal en Cajamarca, un 

sector con alto potencial pero también con conflictos. 

Gestión del Canon Minero: Brechas de implementación Moquegua y Arequipa demuestran 

que una gestión transparente y proyectos priorizados (agua, educación) maximizan el 

impacto del Canon. En Apurímac y Puno, pese a los recursos, la mala gestión pública y la 

corrupción frenan el desarrollo. 

Las regiones con más conflictos (Apurímac con Las Bambas, Cajamarca con 

Yanacocha/Buenaventura) tienen IDH más bajos y pobreza persistente. La falta de diálogo 

efectivo y cumplimiento de acuerdos agrava la desconfianza. 

 

4.1.3 Contribución en los aspectos económicos, sociales y medioambientales de 

las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial 

 

Las empresas mineras contribuyen significativamente en los diferentes aspectos 

económicos, sociales y medioambientales, esto se ve reflejado en la economía local mediante 

la generación de empleo directo e indirecto, así como el impulso a la economía regional a 

través de inversiones y proyectos empresariales. También, en las iniciativas de RSE mejoran 
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notablemente la calidad de vida de las comunidades locales mediante la provisión de 

servicios básicos como salud y educación, además de promover la inclusión social y la 

equidad de género. Las empresas mineras demuestran un compromiso activo con la 

conservación de los recursos naturales y la mitigación de los impactos ambientales, 

implementando prácticas sostenibles y programas de conservación de la biodiversidad. Las 

empresas con mayor impacto transversal (Antamina, Anglo American, Cerro Verde) 

demuestran que la RSE integrada al modelo de negocio genera mejoras tangibles en 

desarrollo humano, como reducción de pobreza, acceso a agua y educación. Su éxito radica 

en alinear sus proyectos con las necesidades locales y mantener diálogo constante con las 

comunidades. En cambio, Las Bambas y Yanacocha enfrentan limitaciones debido a 

conflictos socioambientales recurrentes, que reducen su capacidad de inversión y erosionan 

la confianza ciudadana. Estos casos reflejan que, sin gestión social efectiva, incluso grandes 

aportes económicos pueden quedar neutralizados por crisis de legitimidad.  

Tabla 6 

Cuadro de contribución en los aspectos económicos, sociales y medioambientales 

Empresa 

Aspecto 

Económico (Contribució

n directa e indirecta) 

Aspecto 

Social (Inversión 

en comunidades, 

educación, salud) 

Aspecto 

Medioambiental (Gestió

n de agua, emisiones, 

biodiversidad) 

Antamina 

- 2020: USD 1,200M en 

impuestos y regalías. 

- 2023: USD 1,500M 

(+25%). 

- 60% de compras 

locales (2023). 

- 2020: USD 

25M en 

proyectos 

sociales. 

- 2023: USD 

30M (+20%). 

- 12,000 

beneficiarios en 

educación 

(Programa 

"Crecer"). 

- 2020: 45% de agua 

recirculada. 

- 2023: 60% 

recirculación. 

- Carbono neutralidad al 

2030. 
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Empresa 

Aspecto 

Económico (Contribució

n directa e indirecta) 

Aspecto 

Social (Inversión 

en comunidades, 

educación, salud) 

Aspecto 

Medioambiental (Gestió

n de agua, emisiones, 

biodiversidad) 

Cerro Verde 

- 2020: USD 800M en 

aportes fiscales. 

- 2023: USD 950M 

(+19%). 

- 3,000 empleos locales 

(2023). 

- 2020: USD 

20M en salud y 

educación. 

- 2023: USD 

28M (+40%). 

- Clínicas 

móviles (50,000 

atenciones/año). 

- 2020: 30% reducción 

de emisiones CO₂. 

- 2023: 50% reducción. 

- Certificación ISO 

14001. 

Hochschild 

- 2020: USD 300M en 

regalías. 

- 2023: USD 350M 

(+17%). 

- 40% proveedores 

locales. 

- 2020: USD 

10M en 

desarrollo local. 

- 2023: USD 

12M (+20%). 

- Programa 

"Mujeres 

Emprendedoras" 

(2,000 

beneficiarias). 

- 2020: 0 vertidos 

tóxicos. 

- 2023: 100% residuos 

tratados. 

- Uso de energías 

renovables (20%). 

Buenaventur

a 

- 2020: USD 500M en 

impuestos. 

- 2023: USD 550M 

(+10%). 

- 50% contratación 

local. 

- 2020: USD 

15M en 

proyectos 

sociales. 

- 2023: USD 

18M (+20%). 

- 30 escuelas 

- 2020: 25% menos uso 

de agua. 

- 2023: 35% menos. 

- Reforestación (500 ha 

en Junín). 



69  

Empresa 

Aspecto 

Económico (Contribució

n directa e indirecta) 

Aspecto 

Social (Inversión 

en comunidades, 

educación, salud) 

Aspecto 

Medioambiental (Gestió

n de agua, emisiones, 

biodiversidad) 

rehabilitadas 

(2023). 

Gold Fields 

- 2020: USD 200M en 

regalías. 

- 2023: USD 250M 

(+25%). 

- 70% empleo local. 

- 2020: USD 8M 

en 

infraestructura. 

- 2023: USD 

11M (+37%). 

- Electrificación 

rural (5,000 

personas). 

- 2020: 40% energía 

renovable. 

- 2023: 60% renovable. 

- Cero relaves tóxicos. 

Las Bambas 

- 2020: USD 700M en 

aportes. 

- 2023: USD 750M 

(+7%). 

- 1,500 empleos 

directos. 

- 2020: USD 

18M en 

desarrollo. 

- 2023: USD 

22M (+22%). 

- 10 centros de 

salud apoyados. 

- 2020: 50% reciclaje. 

- 2023: 70% reciclaje. 

- Monitoreo de 

biodiversidad. 

Anglo 

American 

- 2020: USD 400M en 

impuestos. 

- 2023: USD 500M 

(+25%). 

- Innovación tecnológica 

(Quellaveco). 

- 2020: USD 

30M en 

Moquegua. 

- 2023: USD 

40M (+33%). 

- 15,000 

personas con 

agua potable. 

- 2020: 0 daño a 

glaciares. 

- 2023: Neutral hídrico. 

- Tecnología "Aguas 

Cerradas". 
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Empresa 

Aspecto 

Económico (Contribució

n directa e indirecta) 

Aspecto 

Social (Inversión 

en comunidades, 

educación, salud) 

Aspecto 

Medioambiental (Gestió

n de agua, emisiones, 

biodiversidad) 

Yanacocha 

- 2020: USD 600M en 

regalías. 

- 2023: USD 650M 

(+8%). 

- 45% proveedores 

Cajamarca. 

- 2020: USD 

25M en salud. 

- 2023: USD 

28M (+12%). 

- Programa 

"Agua Segura" 

(50,000 

beneficiarios). 

- 2020: 30% menos 

emisiones. 

- 2023: 45% menos. 

- Restauración de suelos 

(300 ha). 

Southern 

Peru 

- 2020: USD 1,000M en 

impuestos. 

- 2023: USD 1,100M 

(+10%). 

- 2,000 empleos locales. 

- 2020: USD 

22M en 

educación. 

- 2023: USD 

25M (+14%). 

- 100 becas 

universitarias/añ

o. 

- 2020: USD 50M en 

remediación. 

- 2023: USD 70M 

(+40%). 

- Reducción de SO₂ en 

Ilo. 

Minsur 

- 2020: USD 350M en 

regalías. 

- 2023: USD 400M 

(+14%). 

- 60% contratación 

Puno. 

- 2020: USD 

12M en 

desarrollo. 

- 2023: USD 

15M (+25%). 

- Programa "San 

Marcos 

Progresa". 

- 2020: Minería sin 

mercurio. 

- 2023: 100% 

ecoeficiencia. 

- Certificación "Cobre 

Sustentable". 

Nota. Elaborado a base de datos reportados en sus memorias de sostenibilidad, informes RSE 
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Económico 

 

Las empresas Antamina y Cerro Verde se posicionan como líderes en contribución fiscal, 

registrando un crecimiento superior al 20% desde 2020. Este dinamismo se explica por su 

alta producción y estrategias de optimización tributaria, que permiten mayores transferencias 

a gobiernos regionales y locales. Por ejemplo, Antamina destinó más de USD 1,500 millones 

en impuestos y regalías en 2023, financiando infraestructura clave en Áncash. 

 

En contraste, Las Bambas (Apurímac) y Yanacocha (Cajamarca) presentan un crecimiento 

inferior al 10% en aportes fiscales, atribuible a paralizaciones por conflictos sociales y menor 

producción. Yanacocha, por ejemplo, enfrentó protestas en 2022 que redujeron su capacidad 

operativa, limitando su impacto económico. Estos casos evidencian que la inestabilidad 

social puede frenar el potencial de desarrollo ligado a la minería. 

Social 

 

Anglo American destaca con un aumento del 33% en inversión social (USD 40 millones en 

2023), centrado en proyectos hídricos en Moquegua, como la planta de tratamiento de agua 

para 15,000 personas. Esta intervención mejoró significativamente el acceso a agua potable, 

un factor crítico para el desarrollo humano. 

Otras empresas, como Gold Fields y Hochschild, priorizaron programas con enfoque de 

género y electrificación rural. Gold Fields logró conectar a 5,000 personas a la red eléctrica, 

mientras que Hochschild capacitó a 2,000 mujeres emprendedoras. Sin embargo, pese a estos 

avances, persisten desafíos en sostenibilidad de proyectos, ya que algunas comunidades 

reportan dependencia de la inversión minera sin articulación con políticas públicas de largo 

plazo. 

Ambiental 

 

En sostenibilidad ambiental, Cerro Verde y Gold Fields redujeron sus emisiones de CO₂ en 

más del 50% entre 2020 y 2023, adoptando energías renovables y tecnologías limpias. Cerro 

Verde, por ejemplo, alcanzó un 60% de agua recirculada en sus procesos, mitigando el estrés 

hídrico en Arequipa. 
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Por otro lado, Southern Peru destinó USD 70 millones a remediación ambiental en Ilo, 

abordando pasivos históricos de contaminación por metales pesados. Aunque este esfuerzo 

es significativo, organizaciones civiles exigen mayores avances en calidad del aire, ya que 

la zona aún supera límites de SO₂. 

 

4.2 DISCUSIÓN 

 

Los resultados muestran que, a pesar de las inversiones significativas en RSE por parte de 

empresas como Antamina (USD 30M) y Anglo American (USD 40M), persisten 

limitaciones estructurales que impiden un desarrollo verdaderamente sostenible en las 

regiones mineras. Esto confirma parcialmente el planteamiento de Carroll (1991) en su 

pirámide de la RSE, donde las empresas priorizan las responsabilidades económicas y 

legales, pero no siempre cumplen con las éticas y filantrópicas. La existencia de conflictos 

socioambientales en Las Bambas y Yanacocha evidencia esta desconexión entre las 

estrategias empresariales y las demandas comunitarias, como el acceso a tierras o la consulta 

previa. 

Asimismo, se observan contradicciones entre el discurso y la práctica empresarial. Aunque 

se implementan acciones ambientales (ej. recirculación de agua, reducción de CO₂), las 

sanciones impuestas por OEFA a empresas como Cerro Verde y Minsur por 

incumplimientos ambientales, evidencian brechas de cumplimiento. Esta situación respalda 

la crítica de Banerjee (2008) sobre la RSE como una herramienta de legitimación más que 

un compromiso profundo con la sostenibilidad. Finalmente, el estancamiento del IDH en 

regiones como Apurímac (0.42) y Cajamarca (0.44), a pesar del flujo de regalías y programas 

sociales, revela que el impacto de la RSE depende de su integración con políticas públicas y 

no solo de su volumen de inversión. 

4.2.1 Prácticas de Responsabilidad Social Empresarial realizadas por empresas 

mineras 

Las prácticas de RSE en el sector minero muestran una clara especialización basada en el 

tipo de mineral extraído. Las empresas de cobre, como Cerro Verde y Southern Perú, 

priorizan proyectos vinculados a agua e infraestructura, mientras que las mineras auríferas 

como Yanacocha y Gold Fields invierten más en salud y medioambiente. Esta alineación 

estratégica refleja el concepto de "valor compartido" planteado por Porter y Kramer 
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(2006), donde las empresas abordan problemas sociales que también afectan su 

competitividad. 

Sin embargo, la heterogeneidad en los montos invertidos —desde USD 8M en Hochschild 

hasta USD 30M en Antamina— genera desigualdad en el alcance e impacto regional. Esta 

brecha fue señalada por Dashwood (2012), quien advierte que la RSE en minería no sigue 

patrones homogéneos sino que responde a la capacidad financiera de cada empresa. 

Además, Hamann (2003) alerta que la especialización puede limitar la atención a otras 

necesidades locales no relacionadas directamente con la actividad extractiva, como la 

diversificación económica, clave en regiones con alta dependencia minera como 

Cajamarca (38% de pobreza). 

4.2.2 Impacto localizado de las prácticas de Responsabilidad Social Empresarial 

en las regiones del Perú. 

El análisis regional revela que las zonas con menor conflictividad, como Moquegua y 

Arequipa, presentan un mejor IDH (0.63–0.65) y mayor diversificación económica (energías 

renovables, agroexportación). Esto se explica por una mejor articulación entre empresas, 

gobiernos y comunidades, y respalda el modelo propuesto por Sachs (1995) para evitar la 

"maldición de los recursos" mediante instituciones sólidas y planificación territorial. 

En contraste, Apurímac y Cajamarca, a pesar de recibir altos aportes por canon minero (S/ 

800M y S/ 600M respectivamente), muestran baja ejecución del gasto (20% en Apurímac) y 

resultados sociales limitados. Según Arellano-Yanguas (2011), esta situación refleja 

problemas de gobernanza local, donde la corrupción y la falta de capacidades técnicas 

limitan la transformación de recursos en bienestar. Casos como el de Antamina en Áncash, 

donde los fondos se han canalizado hacia proyectos turísticos y educativos, muestran que 

una RSE efectiva debe articularse con el desarrollo de economías alternativas, como sugiere 

Bebbington (2010). 

 

4.2.3. Contribución en los aspectos económicos, sociales y medioambientales de 

las iniciativas de Responsabilidad Social Empresarial 

Económico 

 

Las empresas mineras estudiadas generaron un importante flujo económico hacia el Estado 
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peruano. Solo en 2023, Antamina aportó más de USD 1,500 millones en impuestos y 

regalías, y Cerro Verde más de USD 950 millones. Estos ingresos representan una fuente 

clave para la recaudación fiscal del país, especialmente en regiones productoras donde el 

canon minero constituye hasta el 80 % del presupuesto local. No obstante, este aporte no se 

ha traducido sistemáticamente en desarrollo sostenible. Apurímac, por ejemplo, recibió S/ 

800 millones por canon minero en 2023, pero apenas ejecutó el 20 % de esos fondos, lo que 

refleja problemas estructurales en la gestión pública regional. Este hallazgo respalda lo 

argumentado por Humphreys (2015), quien advierte que la riqueza proveniente de recursos 

naturales solo se convierte en desarrollo cuando va acompañada de instituciones eficaces, 

planificación territorial y transparencia en la asignación del gasto. 

Social 

 

Desde la dimensión social, los resultados reflejan impactos medibles en servicios básicos y 

acceso a derechos. Por ejemplo, Anglo American implementó un sistema de abastecimiento 

de agua potable que benefició a más de 15,000 personas, mientras que Gold Fields electrificó 

cerca de 5,000 hogares en Cajamarca. Estos resultados son consistentes con el enfoque de 

RSE orientado a "valor compartido", en el que las empresas contribuyen a resolver 

problemas sociales que también afectan sus operaciones (Porter & Kramer, 2011a). 

Asimismo, los programas de salud desarrollados por Yanacocha y los de educación digital 

promovidos por Antamina han contribuido a mejoras en indicadores como la matrícula 

universitaria y la reducción de la mortalidad infantil. 

 

Sin embargo, estos logros aún no han sido suficientes para cerrar las brechas estructurales 

que afectan al desarrollo humano. En regiones como Áncash y Cajamarca, la pobreza rural 

sigue siendo elevada (25–30 %), y la anemia infantil supera el 40 % en algunas zonas 

altoandinas. Esto evidencia que muchos proyectos sociales de RSE, aunque exitosos en sí 

mismos, no se integran en planes regionales ni nacionales de desarrollo, actuando como 

intervenciones aisladas. (Barbachan, 2021) advierte que esta fragmentación limita el 

potencial de la RSE para generar transformaciones estructurales sostenibles. Es necesario un 

mayor alineamiento entre las empresas, los gobiernos regionales y los programas del Estado 

para lograr impactos duraderos y coordinados. 
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Ambiental 

 

En el ámbito medioambiental, se observan avances importantes en algunas empresas que 

han adoptado políticas activas de sostenibilidad. Cerro Verde, por ejemplo, logró una 

reducción del 50 % en sus emisiones de gases contaminantes gracias a mejoras tecnológicas 

en sus procesos de fundición, mientras que Southern Perú ha realizado programas de 

remediación en pasivos mineros históricos. Estas acciones coinciden con el modelo de 

"sostenibilidad corporativa" de Hart (1995), que plantea que la ventaja competitiva 

empresarial del siglo XXI depende de su capacidad para operar dentro de los límites del 

ecosistema. 

Sin embargo, los datos también muestran que persisten serias deficiencias. Minsur, por 

ejemplo, recibió sanciones por parte de la OEFA por emisiones excesivas de dióxido de 

azufre (SO₂) en Puno, y otras empresas han enfrentado denuncias similares por afectación a 

fuentes hídricas. Esta inconsistencia entre el discurso ambiental y la práctica empresarial 

refleja lo que Watts (2005) describe como una “brecha operativa”, donde las políticas de 

RSE funcionan más como elementos reputacionales que como compromisos operativos 

reales. Además, la falta de mecanismos de monitoreo ambiental participativo limita la 

credibilidad y legitimidad de estas intervenciones ante las comunidades locales. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA: La presente investigación ha permitido describir, con base en datos reales y 

actuales, el aporte de la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) del sector minero al 

desarrollo sostenible en el Perú. Si bien se evidencian esfuerzos importantes por parte de 

empresas como Antamina, Anglo American y Cerro Verde, aún persisten limitaciones 

significativas en la articulación efectiva de estas acciones con las necesidades estructurales 

de las regiones en las que operan. 

SEGUNDA: Desde el plano económico, el aporte de la minería mediante impuestos, regalías 

y canon minero ha sido considerable. Empresas como Antamina y Cerro Verde generaron 

más de USD 2,400 millones en 2023, lo que refleja la magnitud de su contribución fiscal. 

Sin embargo, la baja ejecución de estos recursos, como en Apurímac (20 % del presupuesto 

anual), pone en evidencia la debilidad institucional y la falta de planificación pública, 

impidiendo que estas transferencias se traduzcan en mejoras sostenibles del bienestar 

regional. 

TERCERA: En el ámbito social, las iniciativas de RSE han tenido impactos concretos en 

acceso a agua potable, salud, electrificación rural y educación. A pesar de ello, estos logros 

no han sido suficientes para revertir indicadores persistentes de pobreza, anemia y brechas 

digitales en las zonas de influencia. Ello sugiere que las acciones de RSE, aunque 

bienintencionadas, siguen operando de manera fragmentada y sin una vinculación clara con 

los planes de desarrollo regional ni con políticas públicas nacionales. 

CUARTA: En cuanto al componente ambiental, si bien algunas empresas han mostrado 

avances en reducción de emisiones y tratamiento de pasivos, persisten incumplimientos y 

sanciones que socavan la credibilidad de sus compromisos ambientales. Esto revela una 

desconexión entre la narrativa de sostenibilidad empresarial y la práctica efectiva en el 

territorio. 

QUINTA: La RSE minera en el Perú presenta una dualidad: por un lado, constituye una 

fuente valiosa de recursos y proyectos que pueden contribuir al desarrollo sostenible; por 

otro, sus impactos reales siguen siendo parciales y desiguales. Para superar esta situación, se 

requiere una mayor integración entre las empresas, el Estado y las comunidades, 

promoviendo una gobernanza participativa y coherente. Solo así será posible transformar la 
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RSE en un verdadero motor de desarrollo sostenible, capaz de generar valor económico, 

social y ambiental de manera equilibrada y duradera. 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERA: Fortalecer la articulación entre empresas mineras, gobiernos locales y 

comunidades: Una de las principales debilidades identificadas es la desconexión entre las 

iniciativas empresariales y los planes de desarrollo regional. Se recomienda establecer 

espacios institucionalizados de concertación tripartita (empresa-Estado-comunidad) para 

definir prioridades comunes, asegurar la pertinencia cultural de los proyectos e incrementar 

la legitimidad de la RSE.  

SEGUNDA: Integrar la RSE en los planes estratégicos de las empresas: La evidencia 

muestra que muchas iniciativas de RSE son reactivas, fragmentadas o centradas en mitigar 

conflictos. Por ello, se sugiere incorporar la RSE como eje transversal del modelo de 

negocio, no como un elemento accesorio. Las empresas deben adoptar enfoques de 

sostenibilidad corporativa y valor compartido, vinculando sus objetivos económicos con el 

bienestar social y ambiental del entorno donde operan. 

TERCERA: Mejorar la transparencia y la rendición de cuentas: La falta de confianza entre 

las partes involucradas se debe, en parte, a la escasa disponibilidad de información clara y 

accesible. Se recomienda que tanto las empresas como los gobiernos locales publiquen 

informes detallados sobre el uso de recursos del canon y la implementación de proyectos de 

RSE. Además, es clave fomentar mecanismos de monitoreo participativo, donde la propia 

población evalúe el cumplimiento y los impactos de las acciones empresariales. 

CUARTA: Reforzar las capacidades institucionales de los gobiernos regionales y locales: El 

bajo nivel de ejecución presupuestal del canon minero en regiones como Apurímac evidencia 

debilidades técnicas y de gestión. Se sugiere implementar programas de fortalecimiento 

institucional y asistencia técnica, en colaboración con el sector privado y organismos 

internacionales. Ello permitiría mejorar la planificación, ejecución y supervisión de 

inversiones públicas derivadas de la actividad minera. 

QUINTA: Supervisar el cumplimiento ambiental con enfoque preventivo: Si bien se han 

reportado avances en materia ambiental, como la reducción de emisiones, también se han 

identificado sanciones y pasivos no remediados. Por tanto, se recomienda que la OEFA y los 

gobiernos regionales refuercen sus acciones de fiscalización con criterios de prevención y 

participación ciudadana.  
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SEXTA: Impulsar marcos regulatorios que homogenicen la RSE: Finalmente, dada la gran 

heterogeneidad de prácticas entre empresas, el Estado debe promover lineamientos 

nacionales para la RSE en minería. Estos deben establecer principios mínimos de actuación, 

criterios de equidad territorial y mecanismos de evaluación del impacto social, económico y 

ambiental.
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